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de Archivos en el Archivo General de la 
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tión de Documentos y Administración de 
Archivos (2a edición 2017), cuyos títulos 
son: “Metodología para la organización 
de sistemas institucionales de archi-
vos”, “Producción e integración de la 
información archivística: manejo de 
la correspondencia y desempeño del 
control de gestión”, “Metodología para 
el diseño y formulación de sistemas 
de clasifi cación y ordenación archi-
vística”, “Diseño de instrumentos de 
descripción archivística” y “Metodo-
logía para la valoración y disposición 
documental: aspectos teóricos e ins-
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PRESENTACIÓN
Cuadernos de
transparencia

27
ES CONVENIENTE QUE ANTES DE INICIAR LA LEC-
TURA DEL PRESENTE TEXTO, EL LECTOR TENGA EN 
MENTE LA SIGUIENTE SENTENCIA: la Ley Gene-
ral de Archivos garantiza que todos los 
documentos de archivo de los tres niveles 
de gobierno, de los tres poderes de la 
Unión y de los órganos autónomos son 
públicos y que toda persona podrá acce-
der a ellos, salvo las excepciones que es-
tablece la ley.*1

Ejemplo de ello, como se verá más 
adelante, son las iniciativas para acercar 
los archivos históricos del más reciente 
pasado del país y de un presente que lace-
ra a la población. Son trabajos ejemplares 
que no hubiera sido posible siquiera pen-
sar sin la evolución que ha tenido el acce-
so a la información pública en el país. La 
memoria histórica de la nación y en parte 
de las personas, de sus éxitos y tropiezos, 

* Diario Ofi cial de la Federación, 15 de junio de 2018. En la 
evolución de ese derecho hay que señalar que previo a la 
vigencia de la Ley General de Archivos, la reforma a la Ley de 
Transparencia de 2007, establecía que los sujetos obliga-
dos debían conservar sus archivos y publicarlos en medios 
electrónicos disponibles para la consulta de los ciudadanos.

de los avances y retrocesos de su demo-
cracia, queda plasmada en documentos, 
que catalogados y ordenados de manera 
objetiva y resguardados adecuadamente, 
son fundamentales para un Estado de 
derecho y de libertades. Es así que la 
gestión documental tiene un rol prin-
cipal en la construcción de socieda-
des abiertas, toda vez que favorecen la 
transparencia, el acceso a la informa-
ción, y por ende, nos dice nuestro autor, 
el derecho a saber, el derecho a la verdad 
y a la justicia, en oposición a la desme-
moria y la impunidad.

El proyecto Colección M68: Ciuda-
danías en movimiento, impulsado por el 
Archivo General de la Nación y la Uni-
versidad Nacional Autónoma de Mé-
xico, formado por más de 30 archivos 
que fueron aportados por instituciones 
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públicas e incluso particulares y que 
testimonian muy relevantes aconteci-
mientos hasta hoy no conocidos por el 
ciudadano, al que el INAI se ha sumado 
determinando que la información del 
movimiento estudiantil de 1968, conte-
nida en ese proyecto, debe ser pública.

Y más cercana en el tiempo, la ini-
ciativa Memoria y Verdad, impulsada por 
diversas organizaciones —Artículo 19, 
el Centro de Derechos Humanos Miguel 
Agustín Pro Juárez A.C. (Centro Prodh), 
Fundar, la Universidad Iberoamericana 
(Ibero) y el INAI, que construyeron, nos 
afi rma el autor, poniéndola al servicio 
de la sociedad, una plataforma fi nal-
mente basada en archivos, en la que se 
difunde información de primer orden 
relacionada con acontecimientos y crí-
menes —Acteal, Aguas Blancas, Ayot-
zinapa, Guardería ABC, Tlatlaya— que 
han lacerado la conciencia nacional, 
muy vigentes aún y que constituyen 
sin duda, memoria pública. Con lo que 
se realiza una suerte de terapeútica, a 
manera de Kintsugi,** haciendo visible 
la fractura como parte de la historia y 
personalidad del país y, de esta mane-
ra, alcanzar una mejor sociedad.2

** El Kintsugi se puede describir como un arte de repa-
ración de cerámica japonesa, que consiste en rellenar la 
grieta que se produce por una fractura en una pieza de 
cerámica, con un barniz espolvoreado con oro, plata o pla-
tino, para que el daño en la pieza adquiera relevancia y 
resalte su importancia en su historia.

Estos casos específi cos, enmarcan 
la oportunidad y actualidad del ensayo 
que nos presenta José Antonio Ramírez 
Deleón. En él aborda la relevancia de la 
adecuada gestión y conservación de los 
archivos públicos de carácter histórico 
para facilitar el acceso a información 
de interés a investigadores, periodis-
tas, académicos, servidores públicos 
y población en general para conocer a 
detalle los procesos que llevaron a to-
mar decisiones de política pública o a 
ejercer actos de autoridad en el pasado. 

Es una obra en la que el autor 
acerca al público —en una táctica 
para fomentar buenas prácticas en el 
manejo de archivos administrativos—, 
conceptos e ideas que si resultan obvios 
en el círculo de expertos en el tema, en el 
terreno especializado de la archivísti-
ca y de la historiografía, no lo son para 
un público falto de instrucción en las 
etapas del manejo de archivos admi-
nistrativos, y la importancia de su cla-
sifi cación metodológica, su selección y 
guarda mediante criterios científi cos, 
que no son de fácil comprensión, sin 
embargo consideramos que por su lec-
tura amena y ágil, la narrativa facilita 
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la comprensión del campo de la archi-
vística y de la gestión documental, y 
motiva a que los interesados se sumer-
jan en esa materia y encuentren en 
este texto un gran apoyo para sus ocu-
paciones profesionales y personales. 

Además, es un texto que no po-
dría ser más actual, pues es un acer-
camiento a la situación de los archivos 
históricos en la vida presente del país. 
Tema que alcanza relevancia por el 
inicio de vigencia, precisamente el 15 
de junio de 2019, de la Ley General de 
Archivos, que obliga a la entidades fe-
derativas, por ende a los municipios, a 
llevar a cabo procesos de armonización 
legislativa y a los sistemas estatales de 
archivos a ajustarse a las normas, pro-
cedimientos establecidos en la ley, así 
como a la capacitación de personal y la 
colaboración entre los sistemas estata-
les de archivos con los órganos garantes 
de transparencia, acceso a la informa-
ción y protección de datos personales, 

a permitir el acceso a la información 
de documentos con valores históricos, 
que no hayan sido transferidos a un 
archivo histórico y que contenga datos 
personales sensibles, estableciendo al-
gunas excepciones.

Estimado lector, el Cuaderno de 
transparencia que tiene en sus manos, es 
el trabajo de un especialista que cono-
ce muy bien las dimensiones técnica y 
política e incluso legal de la archivística 
mexicana. Y que tiene la virtud de que, 
sin salirse de su marco de refl exión, 
puede tender un puente solvente con 
la experiencia del derecho a la infor-
mación en un sentido bastante preciso 
para acercar a la población no cono-
cedora del tema a la trascendencia del 
cuidado de documentos de archivo, para 
la democracia y la preservación de las 
sociedades abiertas y de las libertades 
de las personas.

Comité Editorial del INAI
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INTRODUCCIÓN

CON LA EMISIÓN DE LA LEY GENERAL DE ARCHIVOS EL 
PASADO 15 DE JUNIO DEL PRESENTE AÑO, LA CUAL EN-
TRARÁ EN VIGOR EN JUNIO DE 2019, PUEDE AFIRMAR-
SE QUE SE CIERRA, AL MENOS EN LO QUE SE REFIERE 
AL CUMPLIMIENTO DEL MANDATO PROMOVIDO POR 
LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE FEBRERO DE 2014, 
el círculo de disposiciones jurídicas para 
regular la organización y conservación 
de los archivos en los sujetos obligados. 
La Ley General de Archivos, que se re-
conoce como el tercer pilar del Sistema 
Nacional de Transparencia, y los diver-
sos acuerdos y lineamientos publicados 
con anterioridad a esta Ley, ponen el 
tema de los archivos en un escenario que 
puede contribuir, en defi nitiva, a sacarlos 
del ostracismo al que se les ha conde-
nado durante décadas en las Adminis-
traciones Públicas. Situar a los archivos 
como centros neurálgicos de informa-
ción dentro de la agenda política que los 
asocia de manera indisoluble con el ejer-
cicio de la transparencia, la rendición 
de cuentas, la protección de datos y las 
estrategias y acciones para un gobierno 
abierto, plantea a los sujetos obligados 

una serie de retos y desafíos de diverso 
calado para la administración de sus ar-
chivos. Estos retos tienen que ver con su 
desarrollo armónico en las organizacio-
nes, con su mejoramiento estructural 
y funcional, con la mejor utilización de 
sus recursos operativos y tecnología, así 
como, de manera singular, con la accesi-
bilidad a la información que contienen, 
en virtud de los múltiples usos que pue-
den darse a los archivos en tanto fuen-
tes de acceso público. 

Para estar en condiciones de afron-
tar dichos retos, el paradigma del desa-
rrollo archivístico contemporáneo tiene 
como eje articulador a la llamada ges-
tión de documentos, que es el conjunto 
de funciones, instrumentos y procesos 
técnicos que se llevan a cabo a lo lar-
go del ciclo vital de los documentos.1 
La gestión de documentos, también 
llamada archivística integrada, acentúa 
su carácter como función transversal 
y multidisciplinaria en un entorno que 
demanda de ellos efi cacia, racionali-
dad y efi ciencia técnica.

Los Archivos
Históricos y 
la Gestión 
Documental
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Uno de los aspectos de mayor rele-
vancia destacados en el marco jurídico 
regulatorio de los archivos lo constituye, 
precisamente, el carácter integral de la 
gestión de documentos lo que conlleva 
a que los archivos no reducen su opera-
ción al simple almacenamiento y custo-
dia de los acervos documentales, con la 
mira puesta en su utilización exclusiva 
para su consulta en benefi cio de la inves-
tigación académica, sino en la necesidad 
de planifi car y estructurar la informa-
ción archivística, desde que se genera, en 
atención a su utilidad como instrumento 
de gestión pública, como recurso para 
promover y consolidar una cultura de 
transparencia y rendición de cuentas, 
sin renunciar a su naturaleza, por así 
decirlo, como constructores de memoria. La 
gestión de documentos, así concebida, 
impacta en los mecanismos asociados a 
la organización, conservación y difusión 
de archivos administrativos e históri-
cos de los sujetos obligados, así como 
en la multiplicidad de usos y usuarios 
institucionales y sociales de la informa-
ción documental. 

En este contexto no puede disociar-
se, en modo alguno, la operación de los 
archivos históricos de la gestión de ar-
chivos administrativos, denominados 
de trámite y concentración, puesto 
que los primeros son resultado del 
cabal ejercicio de los procesos de ges-
tión documental que desempeñan los 
segundos.  

Las buenas prácticas de la archi-
vística contemporánea se sustentan 
básicamente en tres pilares: primero, 
el incesante desarrollo teórico y me-
todológico de la ciencia archivística, 
cuya evolución ha transitado de la 
llamada archivística clásica, que pre-
valeció hasta bien entrado el siglo XX 
y en la que se concebía la misión de 
los archivos únicamente como auxilia-
res de la Historia, hasta la gestión de 
documentos, que incorpora sistemas y 
métodos de trabajo que hoy en día si-
guen en pleno desarrollo ante las nue-
vas y más complejas realidades que se 
viven en el mundo de la información. 
En la actualidad se reconoce que la 
ciencia archivística tiene un espacio 
propio, un carácter autónomo pero, al 
propio tiempo, multidisciplinario, en 
virtud de las fronteras que comparte 
con otras ciencias, especialmente del 
ámbito de la información. 

El segundo pilar lo constituye la 
generación de un conjunto de normas 
técnicas producidas de manera ince-
sante en los últimos treinta años. Estas 
normas se fundamentan también en el 
desarrollo teórico y metodológico de la 
archivística pero tienen como propósito 
la generación de modelos homogéneos 
para la gestión de documentos, tanto 
en soportes convencionales como elec-
trónicos, de cara a la normalización y 
estandarización de sus procesos, así 
como para la planifi cación, desarrollo 

EL SISTEMA NACIONAL 
DE ARCHIVOS, JUNTO 
CON EL SISTEMA 
NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA Y EL 
SISTEMA NACIONAL 
ANTICORRUPCIÓN, ES 
RELEVANTE PARA LA 
CONSOLIDACIÓN DE 
UN NUEVO ENFOQUE 
DE GOBERNABILIDAD 
DEMOCRÁTICA EN LA 
QUE LOS ARCHIVOS 
JUEGAN UN PAPEL 
CENTRAL QUE VA 
MÁS ALLÁ DE LOS 
ESTEREOTIPOS CON LOS 
QUE SUELE VERSE A LA 
ACTIVIDAD ARCHIVÍSTICA
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e implantación de sistemas de gestión 
Documental y Archivos en las organi-
zaciones. Las normas ISO 15489 I y II, 
las Especifi caciones Moreq, las normas 
ISO del Grupo 30300, así como las pro-
movidas por el Consejo Internacional 
de Archivos, como la ISAD-G, la ISAAR 
Cpf y la ISDF,2 entre otras, dan idea de 
la complejidad de la archivística inte-
grada y el trabajo en los archivos, que 
no puede verse solamente de manera 
“arqueologizada”,3 para usos exclusivos 
de investigación histórica.

El tercer pilar lo constituye preci-
samente, el muy amplio marco jurídico 
regulatorio que en materia de archivos 
se ha emitido particularmente en los úl-
timos seis años en México, desde la pu-
blicación de la Ley Federal de Archivos 
en 2012, así como con la generación y 
actualización de una serie de acuerdos 
y lineamientos emitidos por las institu-
ciones normativas y coadyuvantes en la 
materia, hasta la publicación de la Ley 
General de Archivos ya mencionada. 

La importancia de esta Ley, en par-
ticular, es sin duda singular, puesto que 
persigue varios propósitos, esenciales 
para la buena marcha de los archivos. 
Entre otros, destacan los siguientes:

• Establecer las bases para la orga-
nización y conservación homo-
génea de los archivos.

• Determinar las bases de orga-
nización y funcionamiento del 
Sistema Nacional de Archivos, 

especialmente ante el aumento 
de sujetos obligados por la Ley.

• Determinar la organización y 
funcionamiento de los sistemas 
institucionales y locales de ar-
chivos, como modelo unifi cado 
para su operación.

• Defi nir los procesos e instrumen-
tos de gestión documental y para 
la administración de archivos de 
los sujetos obligados.

• Proteger el patrimonio docu-
mental de las instituciones, pro-
piciando su difusión y uso.

En la lógica de este tercer pilar se for-
maliza el Sistema Nacional de Archi-
vos y, junto con el Sistema Nacional de 
Transparencia y el Sistema Nacional 
Anticorrupción, se destaca su relevan-
cia para la consolidación de un nuevo 
enfoque de gobernabilidad democrá-
tica en la que los archivos juegan un 
papel central, que va más allá de los 
estereotipos con los que suele verse a 
la actividad archivística.

La gestión de documentos en las 
organizaciones revela así su importan-
cia “poliédrica” como bien la ha deno-
minado el archivista catalán Ramón 
Alberch i Fugueras,4 en el sentido de 
sus amplios vínculos con otras discipli-
nas y la multiplicidad de usos a los que 
se sujeta hoy en día la información do-
cumental, potenciado la utilidad de los 
archivos con propósitos muy amplios: 
para el desempeño de las gestiones y 
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trámites de las instituciones, para el 
resguardo y protección de acervos con 
un alto valor jurídico y administrati-
vo, para la investigación académica, 
para la recuperación de la memoria y 
el combate a la impunidad, para la pro-
tección de derechos humanos, para la 
reparación de daños y agravios a la so-
ciedad, para el derecho a saber, el dere-
cho a la verdad y la justicia, todo ello 
en benefi cio del ciudadano. 

Tanto los archivos históricos, como 
los administrativos de los sujetos obli-
gados, en consecuencia, poseen un alto 
valor instrumental y testimonial indiscu-
tible. Esta importancia, sin embargo, 
es solo visible a la luz de los tres pila-
res mencionados en los que se susten-
ta hoy en día la archivística. Solo así los 
archivos pueden afi rmarse, como se ha 
dicho, como arsenal de la ley y como 
arsenal de la historia.

De acuerdo con este enfoque, en 
el presente texto se enfatizan las ideas 
siguientes:

• Primero, que la formación de ar-
chivos históricos, especialmente 
en los sujetos obligados, es resul-
tado del ejercicio de procesos in-
tegrales de gestión documental a 
lo largo de su ciclo vital.

• Segundo, que a pesar del reconoci-
miento de los archivos como me-
moria documentada de las institu-
ciones, son muy pocos los archivos 

históricos formalmente estableci-
dos en los sujetos obligados, lo que 
pone en riesgo la conservación y 
preservación a largo plazo de su 
memoria documentada.

• Tercero, que la organización y 
gestión de archivos históricos, 
puede favorecer la protección del 
patrimonio documental de los 
sujetos obligados y su utilidad 
para el buen gobierno, para es-
timular el estudio académico de 
sus acervos y, en especial, para 
promover su uso social.

• Cuarto, que los archivos históri-
cos favorecen, de igual forma, la 
promoción de políticas orienta-
das a la protección de derechos 
humanos, el derecho a saber, el 
derecho a la verdad y la justicia, 
en oposición a la desmemoria y 
la impunidad. 

LOS ARCHIVOS HIS-
TÓRICOS FAVORECEN 
LA PROMOCIÓN DE 
POLÍTICAS ORIENTADAS 
A LA PROTECCIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS, 
EL DERECHO A SABER, EL 
DERECHO A LA VERDAD 
Y LA JUSTICIA, EN OPOSI-
CIÓN A LA DESMEMORIA 
Y LA IMPUNIDAD
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permanente. Organizar archivos no se 
refi ere exclusivamente a la guarda y 
custodia de expedientes, legajos y ca-
jas de archivo en un espacio físico. La 
archivística contemporánea se ocupa 
de los documentos desde que “nacen”, 
por así decirlo, hasta que se determi-
na su destino fi nal, esto es, hasta que 
se seleccionan para su conservación 
permanente en un archivo histórico 
o bien se eliminan y se dan de baja, 
con arreglo a disposiciones jurídicas 
claramente establecidas en la norma-
tividad vigente, por no contener valo-
res residuales, propiamente históricos, 
que ameriten su conservación a largo 
plazo, como memoria y testimonio.

La naturaleza interactuante de los 
procesos de gestión documental que se 
llevan a cabo en las distintas fases de su 
ciclo de vida: activa, semiactiva e histó-
rica, da lugar a la formación de diversos 
tipos de archivos, en tanto estructuras 
que brindan servicios documentales: los 
archivos de trámite, de concentración 
y archivos históricos. La normatividad 
técnica y las regulaciones jurídicas en 

LA CREACIÓN Y ORGANIZACIÓN DE ARCHIVOS AD-
MINISTRATIVOS E HISTÓRICOS REQUIERE HOY EN 
DÍA NO SOLO DEL EFICIENTE EJERCICIO TÉCNICO DE 
LA DISCIPLINA ARCHIVÍSTICA, SINO DEL RECONOCI-
MIENTO, COMO SE SEÑALA EN LA INTRODUCCIÓN 
DE ESTE TEXTO, de sus fronteras y víncu-
los con otras disciplinas, así como del 
complejo entorno institucional y social 
en el que se producen, usan y se acce-
de a la información contenida en los 
archivos.

La gestión de documentos debe en-
tenderse así, conceptualmente, de ma-
nera muy amplia. Supone, además de 
una forma adecuada de archivar do-
cumentos, la ejecución de un conjunto 
de procesos técnicos interactuantes, 
recíprocamente infl uyentes, que con-
llevan el desempeño de múltiples ac-
tividades y operaciones secuenciales. 
A la producción de documentos se su-
man diversos procesos técnicos tales 
como la integración de expedientes y 
series, la clasifi cación, descripción y 
ordenación de los archivos, el acceso 
a la documentación, la valoración y 
la conservación de archivos de valor 

CAPÍTULO

I

Los Archivos
Históricos y 
la Gestión 
Documental

GESTIÓN DE DOCUMENTOS: CONDICIÓN 
ESENCIAL PARA LA CREACIÓN Y 
ORGANIZACIÓN DE ARCHIVOS
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la materia establecen, además, que es-
tos archivos deben estructurarse en 
cada sujeto obligado como un Sistema 
Institucional,5 es decir, como un conjunto 
de elementos o componentes interrela-
cionados que comparten fi nes y metas 
comunes, en oposición a su funciona-
miento como entidades aisladas, atomi-
zadas, sin relación alguna y en el que su 
organización y operación, como sigue 
ocurriendo a pesar del gran número de 
disposiciones jurídicas y técnicas hasta 
hoy emitidas, depende más de criterios 
personales y subjetivos que de la teoría, 
la metodología y la legislación asociada 
a la gestión uniforme y estandarizada 
de los archivos en las instituciones.

De acuerdo con esta visión sis-
témica de los archivos, en los sujetos 
obligados resulta absolutamente in-
dispensable estructurar la información 
archivística desde que se origina, como 
resultado del desempeño de las gestio-
nes y atención de trámites y asuntos 
que ejecutan las instituciones en con-
cordancia con su marco jurídico regu-
latorio, hasta que, una vez concluidos 
los valores y la utilidad administrati-
va, legal, fi scal, contable e incluso téc-
nica de los documentos, se decida su 
destino fi nal, o sea, su incorporación a 
archivos históricos o bien su baja de-
fi nitiva. La selección de documentos 
como información histórica o su baja 
defi nitiva, obedece a razones muy dis-
tintas pero ambos constituyen procesos 

archivísticos que solo pueden efectuar-
se con efi ciencia —en el marco de la 
normatividad actual— si desde el 
nacimiento de los documentos estos 
se integran y estructuran debidamente 
como información.

No es menor la afi rmación anterior 
pues si los documentos no se estructu-
ran desde su origen como información 
archivística signifi cativa se pone en 
riesgo su conservación y en entredicho 
su utilidad para cualquiera de los usos 
que hoy en día se les demanda a las ins-
tituciones y a los archivos. La gestión 
integral de documentos, en resumen, 
constituye la condición esencial para la 
creación, organización y formalización 
de archivos, sean estos administrati-
vos o históricos. Constituye también la 
única opción para la cabal utilización 
de la información archivística como 
instrumento de gestión pública, como 
recurso para promover una cultura de 
transparencia y rendición de cuentas, 
como instrumento para la protección de 
derechos humanos, especialmente el de-
recho a la verdad y la restitución de da-
ños, así como para la construcción de la 
memoria documental de valor perma-
nente de los sujetos obligados, la mayor 
parte de los cuales carece de archivos 
históricos formalmente establecidos, 
justamente ante el desconocimiento de 
la gestión de documentos como para-
digma para la organización de sistemas 
institucionales de archivos. 

LA SELECCIÓN DE
DOCUMENTOS COMO
INFORMACIÓN HISTÓRICA 
O SU BAJA DEFINITIVA, 
OBEDECE A RAZONES MUY 
DISTINTAS, PERO AMBOS 
CONSTITUYEN PROCESOS 
ARCHIVÍSTICOS QUE SOLO 
PUEDEN EFECTUARSE 
CON EFICIENCIA SI DESDE 
EL NACIMIENTO DE LOS 
DOCUMENTOS ESTOS 
SE INTEGRAN Y ESTRUC-
TURAN DEBIDAMENTE 
COMO INFORMACIÓN
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II
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GESTIÓN DOCUMENTAL Y ARCHIVOS 
HISTÓRICOS: UNA REFLEXIÓN 
CONCEPTUAL

EN EL DESARROLLO DE LOS SISTEMAS INSTITUCIO-
NALES DE ARCHIVOS, LA GESTIÓN DE DOCUMENTOS 
HISTÓRICOS O DE VALOR PERMANENTE RESULTA 
ESENCIAL, puesto que el fl ujo de la infor-
mación documental de los sujetos obli-
gados no concluye solamente con la 
baja y depuración de documentos que 
pierden su utilidad administrativa, legal 
y fi scal sino, sobre todo, con su pertinen-
te selección como memoria y testimonio 
de la evolución de las instituciones. 

La Ley General de Archivos y la 
Ley Federal en la materia, aún vigen-
te, defi nen al fondo documental como el 
conjunto de documentos producidos 
orgánicamente por una dependencia o 
entidad con cuyo nombre se identifi ca.6 
La formación de ese fondo no es resul-
tado de la simple acumulación de do-
cumentos a lo largo del tiempo. Ocurre, 
o debe ocurrir, de forma estructurada, 
como ya se ha dicho, desde la primera 
etapa del ciclo de vida de los documen-
tos. El término orgánicamente supone 
que ese fondo documental es resultado 
del ejercicio de las funciones reglamen-
tarias que desempeñan las estructuras 

orgánicas adscritas a cada sujeto obli-
gado. El fondo documental, por tan-
to, es un espejo, por así decirlo, de las 
funciones y atribuciones de las depen-
dencias o entidades que lo producen, el 
resultado material de su ejercicio. 

Por ello, los procesos de gestión do-
cumental, de acuerdo tanto con la teo-
ría y la metodología archivística, como 
con el marco jurídico regulatorio de los 
archivos en nuestro país, en tanto pi-
lares de esta disciplina, se centran en 
dar una estructura lógica a la informa-
ción archivística, buscan vertebrar la 
documentación en concordancia con 
su origen orgánico y funcional. La cla-
sifi cación archivística, constituye así la 
columna vertebral de la organización 
de archivos, pues permite identifi car, 
agrupar y sistematizar los documen-
tos, expedientes, series y secciones de 
archivo, de acuerdo con las relaciones 
e interdependencias que derivan del 
ejercicio de la función pública. 

La producción y organización ra-
zonada de los documentos, tiene que 
ver entonces con una mejor mane-
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ra de desempeñar el ejercicio de las 
funciones, procesos y actividades que 
competen a los sujetos obligados. La 
clasifi cación y ordenación de los docu-
mentos facilita la localización de expe-
dientes en los cuerpos de archivo. La 
descripción archivística permite, a su 
vez, el reconocimiento de su contexto 
y contenido.

Una correcta descripción del con-
texto y contenido de los archivos, en 
los instrumentos de control diseña-
dos para ello (inventarios, catálogos y 
guías), hace posible, por un lado, reco-
nocer a las entidades productoras de 
la información (contexto) y los asuntos 
que son gestionados por ellas a partir 
de sus facultades y atribuciones (con-
tenido). La descripción de archivos en 
combinación con los procesos de cla-
sifi cación y ordenación que le antece-
den, resulta esencial para facilitar el 
acceso a la información contenida en 
los archivos a sus diversos usuarios, 
sean estos institucionales o sociales. 

El acceso a la información, garanti-
zado por la legislación mexicana en ma-
teria de transparencia, implica el acceso 
ciudadano a los archivos. Para facilitar 
este acceso, así como para promover el 
uso controlado de la información den-
tro de los sujetos obligados, se considera 
también un proceso archivístico. Como 
proceso de gestión documental hace 
posible la generación de historiales de 
consulta, además de llevar el control de 

la misma y con ello delinear políticas 
que tiendan a la protección de los docu-
mentos y expedientes físicos, así como 
para tomar decisiones respecto a la in-
corporación de tecnología y el desarrollo 
de sistemas automatizados de gestión de 
documentos que agilicen la consulta de 
expedientes a múltiples usuarios. La le-
gislación en materia de transparencia y 
acceso a la información prevé igualmen-
te la protección de datos personales, así 
como la que tiene un carácter reservado. 
Información que en un gran porcentaje 
se encuentra depositada en archivos.

La valoración documental es, sin 
embargo, el proceso de gestión de la 
archivística integrada que resulta fun-
damental para la formación de archi-
vos históricos. Una correcta valoración 
documental, desde luego, se apoya en 
los procesos de gestión que le antece-
den, particularmente la clasifi cación y 
la descripción de archivos, pero como 
función y proceso tiene propias y muy 
complejas características. 

La asignación de valores primarios 
a los documentos (administrativos, le-
gales y fi scales) permite determinar las 
vigencias o plazos de conservación de 
los expedientes dentro de los sistemas 
institucionales de archivos. La asigna-
ción de valores secundarios (evidencia-
les, testimoniales e informativos) hace 
posible, por su parte, determinar el des-
tino fi nal de los documentos, es decir, 
conservarse como memoria histórica, 

LA AUSENCIA Y EL DES-
CONOCIMIENTO DE LA 
GESTIÓN DOCUMENTAL, 
COMBINADA CON LA 
VISIÓN ESTEREOTIPADA DE 
LOS ARCHIVOS, SE CON-
SIDERA LA CAUSA POR LA 
QUE, EN GRAN PARTE DE 
LAS INSTITUCIONES PÚ-
BLICAS, NO SE HAN ESTA-
BLECIDO FORMALMENTE 
ARCHIVOS HISTÓRICOS
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o bien dar de baja aquellos que no po-
sean, al término de su utilidad prima-
ria, valores secundarios que ameriten 
su conservación y protección como pa-
trimonio de los sujetos obligados. 

La valoración documental es, en 
realidad, el proceso archivístico que per-
mite el desarrollo del ciclo vital de los 
documentos dentro de un sistema ins-
titucional de archivos, hace posible el 
fl ujo de la información, mediante proce-
dimientos normalizados de transferen-
cias documentales que buscan evitar 
la sobreacumulación o saturación de 
los mismos en los archivos de trámite y 
concentración, y tiende un puente para 
descartar documentación irrelevante de 
aquella que debe seleccionarse como 
memoria histórica. La valoración, por 
tanto, no es solamente un proceso de or-
den técnico, tiene profundas implicacio-
nes de orden administrativo y jurídico, 
y en relación con la toma de decisiones 
asociadas a la formación de archivos 
históricos, a la integración, conservación 
y preservación de la memoria y el patri-
monio documental de las instituciones, 
sean públicas o privadas.

La asignación de un valor a los do-
cumentos, en la medida que la infor-
mación archivística tiene un carácter 
orgánico y funcional, implica la iden-
tifi cación, análisis y el conocimiento 
profundo de la reglamentación y las 
funciones, especialmente sustantivas, 
de las instituciones. Lo que se valo-

ra, fi nalmente, no son los soportes 
documentales, los papeles, sino las 
funciones y los asuntos bajo la res-
ponsabilidad de las instituciones. Do-
cumentar la función pública y asignar 
valor a los archivos de conformidad 
con su uso institucional y social no es, 
por tanto, un proceso que competa de 
manera exclusiva a los profesionales 
de los archivos, sino a las administra-
ciones públicas, a partir de la integra-
ción de mecanismos, como los grupos 
interdisciplinarios de valoración que 
prevé la normatividad en la materia. 

La ausencia y el desconocimiento de 
la gestión documental, con ese carácter 
integrador, combinada con la estereoti-
pada visión de los archivos, se conside-
ra la causa por la que en la mayor parte 
de las instituciones públicas no se han 
establecido formalmente archivos his-
tóricos. Hacia los años sesenta del siglo 
pasado, solo seis dependencias del Poder 
Ejecutivo Federal, particularmente de la 
Administración Pública centralizada, 
contaban con archivos históricos for-
malmente establecidos,7 en otras pala-
bras, con archivos que brindan servicios 
y cuentan con recursos operativos, siste-
mas y métodos de trabajo destinados a 
la organización, protección y difusión de 
su patrimonio documental. Cincuenta 
años después, siguen siendo esas mis-
mas dependencias las que han sosteni-
do en el tiempo su tradición archivística, 
sin que se tenga certeza de que otras ha-
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yan organizado, conservado y difundido 
debidamente su historia documentada.

En efecto, si se revisa la historia re-
ciente de los archivos, podrá observarse 
que no contar con sistemas de clasifi ca-
ción archivística, por ejemplo, provocó 
que entre fi nales de los años sesenta y 
hasta la entrada en vigor de la legislación 
en materia de transparencia y archivos, 
la información documental se organiza-
ra a partir de la experiencia práctica del 
personal archivístico, más que a partir 
del diseño y puesta en marcha de una 
normatividad técnica sustentada a su 
vez en el desarrollo teórico y metodológi-
co de la ciencia archivística. La estructura 
clasifi catoria hoy defi nida por la norma-
tividad, en expedientes, series, secciones y 
fondo de archivo, era totalmente descono-
cida. Los sistemas clasifi catorios que me-
dianamente se usaron durante ese lapso 
se adoptaron del mundo de las bibliote-
cas, lo que dio como resultado su rápida 
obsolescencia, ante el crecimiento explo-
sivo de la masa documental. Así, puede 
afi rmarse que la información documen-
tal sufrió una fuerte desestructuración a 
lo largo de muchos años, perdiéndose la 
posibilidad de gestionar los documentos 
con arreglo a su ciclo de vida y, conse-
cuentemente, a la posibilidad de crear y 
formalizar archivos históricos en las ins-
tituciones gubernamentales.

Por otra parte, la ausencia de medi-
das de valoración documental provocó 
también en ese mismo período, la sobrea-

cumulación de acervos en los archivos de 
trámite y concentración, regularmente 
custodiados en instalaciones inadecua-
das, lo que además de ponerlos en riesgo 
de pérdida,8 ha impedido su descarte y 
baja y, sobre todo, la selección de la me-
moria documental de las instituciones. 
Tal es la razón por la que aún hoy muchos 
archivos de trámite y concentración cuen-
tan con documentación que debería obrar 
en archivos históricos que, con la debida 
formalidad institucional, brinden servi-
cios de organización, difusión y acceso a 
una multitud muy variada de usuarios, al 
valioso patrimonio documental que gene-
ran día con día los sujetos obligados por la 
legislación en este campo.

En resumen, puede afi rmarse que 
la gestión de documentos, tanto desde 
el punto de vista teórico y metodológi-
co, como en relación con la normativi-
dad jurídica que hoy en día los regula 
en México, es esencial para la organi-
zación, conservación y difusión de los 
archivos históricos, por lo que resulta 
indispensable y aun urgente, promover 
la creación formal de estos en los suje-
tos obligados, con base en las disposi-
ciones normativas emitidas a la fecha 
y, de manera señalada, a partir de la 
entrada en vigor de la Ley General de 
Archivos. No obstante, conviene enfa-
tizar que, más allá de la Ley, el desarro-
llo de una cultura institucional y social 
en materia de archivos constituye una 
acción prioritaria y, diríase, emergente.
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LA GESTIÓN DE ARCHIVOS HISTÓRICOS 
EN LA LEY GENERAL DE ARCHIVOS

LA LEY GENERAL DE ARCHIVOS, ASÍ COMO LAS DISPO-
SICIONES PREVIAS QUE SE HAN EMITIDO EN LA MATE-
RIA, RECONOCIENDO LAS CONDICIONES EN QUE SE 
HA EJERCIDO LA FUNCIÓN ARCHIVÍSTICA EN LAS INS-
TITUCIONES, PLANTEAN UNA SERIE DE LÍNEAS DE AC-
CIÓN DISEÑADAS PARA LA SUPERACIÓN GRADUAL DE 
LOS SECULARES PROBLEMAS DE LOS ARCHIVOS. Los 
sujetos obligados tienen ante ello mu-
chos retos que afrontar para ponerlas 
en marcha y hacerlas viables. Mucho 
es lo que tiene que avanzarse aún para 
integrar los sistemas institucionales de 
archivos, para la ejecución ordenada 
de los procesos de gestión documental, 
para estructurar debidamente la infor-
mación archivística a lo largo de su ci-
clo vital, para crear y promover el uso 
institucional, social y cultural de los ar-
chivos, para integrar archivos históricos 
que organicen, difundan y protejan el 
patrimonio documental de los sujetos 
obligados, para promover, en general, 
el desarrollo archivístico nacional en el 
marco del pujante marco jurídico que 
se ha emitido en materia de transpa-
rencia, rendición de cuentas y combate 
a la corrupción.

La estrategia de planeación del de-
sarrollo archivístico planteada en la le-
gislación en la materia es, sin duda, el 
mejor punto de partida para favorecer 
la organización y el uso de los acervos 
documentales, así como para potenciar 
su utilidad como instrumentos del alto 
valor jurídico y probatorio en ese nuevo 
contexto de gobernabilidad democrática. 

Varias son las disposiciones que 
describe la Ley General de Archivos es-
pecialmente para la gestión y uso de 
los archivos históricos. Conviene des-
tacar en este texto, algunas de las que 
consideramos más relevantes.

A. SOBRE LA GESTIÓN DOCUMENTAL
Y LA INTEGRACIÓN DE LOS SISTEMAS
INSTITUCIONALES DE ARCHIVOS
Consideramos que uno de los plantea-
mientos de mayor relevancia de la Ley 
General de Archivos (LGA) lo constitu-
ye el hecho de considerar a la gestión 
de los documentos no solo desde una 
perspectiva técnica, sino su relevancia 
como responsabilidad del Estado para

[…] garantizar la organización, conser-
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vación y preservación de los archivos 
con el objeto de respetar el derecho a 
la verdad y el acceso a la información 
contenida en los archivos, así como fo-
mentar el conocimiento del patrimo-
nio documental de la Nación.9

En el propio artículo sexto de la Ley, 
por otra parte, se establece que toda la 
información contenida en los archivos 
será pública y accesible a cualquier 
persona, en los términos previstos por 
la legislación en materia de transpa-
rencia, particularmente en las leyes 
general y federal de transparencia.

Destacan, entonces, dos elemen-
tos centrales a considerar: en primer 
término, que la información archivísti-
ca es de acceso público, salvo aquella 
que pudiera restringirse en función de 
las disposiciones en materia de trans-
parencia y protección de datos, lo que 
impacta de manera particular a la do-
cumentación que se encuentra en los 
archivos de trámite y concentración, 
que resguardan información cuya utili-
dad administrativa, legal y fi scal es fre-
cuente. Para ello es preciso organizar de 
manera cabal el valor de la documenta-
ción para usos asociados con el desem-
peño de las gestiones regulares de los 
sujetos obligados y para la rendición de 
cuentas. En segundo término, caracte-
rizar a la gestión de documentos como 
una responsabilidad del Estado, otorga 
a los archivos un alto estatuto jurídico 
que favorece su uso no solo en función 

de su utilidad instrumental, sino de su 
utilidad testimonial, pues en los archivos 
se gestiona información que constituye 
un recurso esencial para la protección 
de derechos y su salvaguarda. El patri-
monio documental, que regularmente 
custodian los archivos históricos, se 
concibe así no solo desde la perspecti-
va del acceso a la memoria documental 
con propósitos académicos, sino para el 
ejercicio de derechos ciudadanos.

La Ley General de Archivos recono-
ce y, por tanto, redimensiona, la impor-
tancia de los archivos, la contribución 
que brindan al ejercicio del derecho a 
la verdad y a la memoria, el relevante 
valor que poseen para las instituciones 
y la sociedad, así como para el cono-
cimiento de la evolución del Estado y 
de la historia nacional, regional y local 
conservada en los archivos históricos, 
lo que hace indispensable la creación 
y formalización institucional de es-
tos, como se apuntó anteriormente, 
en los sujetos obligados, en oposición 
a su simple almacenamiento en ins-
talaciones y bodegas totalmente in-
apropiadas para la debida custodia y 
protección de los archivos.  

En el marco de la LGA, sin embargo, 
se plantea que como parte de los sis-
temas institucionales de archivos, los 
sujetos obligados podrán integrar sus ar-
chivos históricos sujetos a sus capacida-
des presupuestales y técnicas,10 lo que deja 
abierta la posibilidad de evadir la res-

LA LEGISLACIÓN AR-
CHIVÍSTICA RECONOCE 
Y REDIMENSIONA LA 
IMPORTANCIA DE LOS 
ARCHIVOS, LA CONTRI-
BUCIÓN QUE BRINDAN 
AL EJERCICIO DEL 
DERECHO A LA VERDAD 
Y A LA MEMORIA, EL 
VALOR RELEVANTE 
QUE POSEEN PARA LAS 
INSTITUCIONES Y LA SO-
CIEDAD, ASÍ COMO PARA 
EL CONOCIMIENTO DE 
LA EVOLUCIÓN DEL ES-
TADO Y DE LA HISTORIA 
NACIONAL, REGIONAL 
Y LOCAL CONSERVADA 
EN LOS ARCHIVOS 
HISTÓRICOS
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ponsabilidad que la propia Ley les exi-
ge en su artículo décimo de organizar y 
conservar sus archivos, así como de la 
operación de su sistema institucional. 
Del mismo modo, el artículo vigésimo 
segundo abre la posibilidad de que los 
sujetos obligados puedan establecer 
archivos de concentración e históricos 
comunes, mediante la eventual fi rma 
de convenios entre las instituciones, lo 
que también plantea retos y riesgos a la 
protección del patrimonio documental 
de los sujetos obligados, especialmen-
te en lo tocante a la responsabilidad 
asociada a su custodia y difusión. El 
argumento que justifi ca estas opciones 
abiertas por la ley, se relaciona regular-
mente con las restricciones presupues-
tales de los organismos, sobre todo de 
aquellos que de suyo no cuentan con 
amplios presupuestos para el ejercicio 
de sus actividades sustantivas pero, 
desde nuestra percepción, esa argu-
mentación suele ser más un pretexto 
que una justifi cación válida, que puede 
poner en riesgo la conformación, pro-
tección, salvaguarda y difusión de acer-
vos históricos. 

En la actualidad esta tendencia 
de evadir la responsabilidad de ges-
tionar los documentos especialmente 
históricos es bastante común, pues 
con el mismo argumento se contratan 
empresas privadas para el almacena-
miento de archivos, lo que representa 
un fuerte impacto en el presupuesto 

de las instituciones, así como riesgos 
técnicos y jurídicos al entregar infor-
mación pública a empresas privadas.11

Los postulados de la Ley que ponen 
en entredicho la posibilidad de integrar 
archivos históricos en los sujetos obli-
gados, como parte de su sistema insti-
tucional y en la lógica del ciclo vital de 
los documentos, van en contra también 
de lo establecido en su artículo 33, que 
determina la obligatoriedad de promo-
ver su creación o establecimiento en las 
instituciones y, en su caso, de no contar 
con la posibilidad de hacerlo, transferir 
sus acervos históricos al Archivo Ge-
neral de la Nación o los archivos ge-
nerales o históricos de las entidades 
federativas. Esta pudiera ser una mejor 
solución, no obstante, cabe recordar 
que estos archivos, ante la explosiva 
producción de documentos en las ins-
tituciones, no inhibida aún a través de 
políticas públicas específi cas, tenderán 
a sobresaturar los espacios disponibles 
en los archivos generales en el corto 
plazo, lo que obliga a diseñar e instru-
mentar medidas más efi caces.

La generación de modelos de ges-
tión documental, atentos al cumpli-
miento integral del ciclo de vida de los 
documentos convencionales y electró-
nicos, basados en estudios organiza-
cionales precisos, podría solventar las 
limitaciones presupuestales, posibili-
tando la gestión de los documentos ac-
tivos, semiactivos e históricos en una 
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sola y fuerte unidad archivística, lo que 
resulta especialmente importante para 
ciertos sujetos obligados, como gobier-
nos municipales, sindicatos y partidos 
políticos, entre otros. Cabe destacar, 
además, que el artículo 24 de la propia 
Ley prevé que los sujetos obligados en el 
marco de su programa anual en mate-
ria de archivos, deberán incluir los ele-
mentos de planeación, programación 
y evaluación para su desarrollo, con 
un enfoque de administración de ries-
gos, protección de derechos humanos 
y otros derechos, así como de apertura 
proactiva de la información, lo que no 
sería viable si se rompe con la estructu-
ra propuesta para integrar los sistemas 
institucionales de archivos, así como el 
fl ujo que supone su ciclo vital.

B. ACCESO A LA INFORMACIÓN DE ARCHIVOS 
HISTÓRICOS

Uno de los aspectos mayormente debati-
dos por los especialistas que participaron 
en las mesas preparatorias y foros para 
la conformación de la LGA, fue el plan-
teamiento relacionado con el acceso a la 
información documental bajo el resguar-
do de archivos históricos. Como se recor-
dará, el artículo 27 de la Ley Federal de 
Archivos estableció el equívoco concepto 
de Archivos Históricos Confidenciales lo que 
fue seriamente cuestionado tanto por la 
comunidad académica, especialmente 
de historiadores, así como por parte de 
organismos no gubernamentales y perio-

distas. En este aspecto, y a pesar de que 
el artículo 30 de la propia Ley Federal de 
Archivos consideraba a estos como fuen-
tes de acceso público, la restricción de 
consultar los que se consideraban “histó-
rico confi denciales”,12  hasta en un plazo 
de setenta años, provocó el desacuerdo y 
franca oposición a esta Ley que, en sen-
tido estricto, no tuvo un impacto sustan-
cial para el desarrollo archivístico de los 
sujetos obligados federales.  

Un gran acierto de la LGA lo consti-
tuye el hecho de considerar a los archi-
vos históricos como fuentes de acceso 
público,13 eliminando el polémico con-
cepto de “confi denciales”. La consulta 
de acervos históricos, de conformidad 
con el artículo décimo primero, frac-
ción XII, de la LGA será irrestricta. Espe-
cialmente, dicha fracción enfatiza que 
los sujetos obligados deberán organi-
zar y preservar los archivos relaciona-
dos a violaciones graves de derechos 
humanos, los que se sujetarán a las 
disposiciones legales en materia de ac-
ceso a la información y protección de 
datos, salvo que se hayan transferido 
previamente a archivos históricos, en 
cuyo caso, como ya se dijo, no habrá 
restricción alguna a su acceso. El pro-
pio artículo 36 de la LGA por su par-
te, establece que los documentos que 
contengan datos personales sensibles 
y que se consideren con valor históri-
co, se conservarán en los archivos de 
concentración de los sujetos obligados 
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por un plazo de setenta años a par-
tir de la fecha de creación de los do-
cumentos, conservando su carácter 
de información de acceso restringido 
durante ese lapso, en concordancia 
con las disposiciones normativas en 
materia de transparencia y acceso a 
la información. El acceso a esta infor-
mación, de acuerdo con el artículo 38 
de esta Ley, podrá ser autorizado por el 
INAI antes del plazo establecido, bajo 
ciertas condiciones que se prevén en 
este instrumento jurídico, siendo estas 
las siguientes:

• Cuando se soliciten para estu-
dios e investigaciones relevantes 
para el país y no se divulguen los 
datos personales sensibles con-
tenidos en estos documentos

• Cuando el interés público sea 
mayor a cualquier invasión a la 
privacidad

• Cuando el acceso a la informa-
ción benefi cie al titular de la in-
formación confi dencial

• Cuando sea solicitada por un fami-
liar directo o un biógrafo autoriza-
do por el titular de la información

La opción de acceder a la información 
documental de los archivos históricos, 
se amplía en la Ley General de Ar-
chivos, lo que revela la posibilidad de 
favorecer el uso de la memoria docu-
mentada de los sujetos obligados para 
múltiples fi nes.

C. LOS ARCHIVOS HISTÓRICOS COMO GARAN-
TES DE LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO 

En este texto nos interesa destacar un 
elemento más de la Ley General de Ar-
chivos que resulta esencial y que se 
asocia con la determinación y protec-
ción del Patrimonio Documental de la 
Nación. La Ley determina, en su artí-
culo 84, que el patrimonio documental 
es propiedad del Estado mexicano y de 
interés público y por lo tanto impres-
criptible e inembargable. En su artícu-
lo 88 señala también claramente que 
“Todos los documentos de archivo con 
valor histórico y cultural son bienes mue-
bles y formarán parte del patrimonio 
documental de la Nación”. 

De acuerdo con las disposiciones 
de la Ley, el Estado debe garantizar, de 
un lado, la organización y conserva-
ción del patrimonio documental, por 
otro lado, su protección y, especial-
mente, facilitar el acceso al mismo, 
estableciendo los mecanismos necesa-
rios para que el público, la sociedad y 
los múltiples usuarios de los archivos 
puedan consultarlo sin restricciones.

Como parte de la protección del 
patrimonio documental el artículo 90 
de la Ley faculta al Archivo General de 
la Nación para autorizar la salida de los 
documentos de interés público y los que 
formen parte de ese patrimonio. El pro-
pio Archivo General de la Nación y los 
archivos generales o históricos de las 
entidades federativas, están facultad-
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os también para que archivos privados 
de interés público que estén en riesgo 
o peligro de destrucción, o desaparición 
o pérdida, puedan ser expropiados con 
base en la normatividad aplicable. 

Finalmente, el artículo 94 de la Ley 
establece que también el Archivo Gene-
ral de la Nación podrá coordinarse con 
autoridades de los diversos órdenes y 
niveles de gobierno para salvaguardar 
y conservar el patrimonio documen-
tal de la nación que esté en riesgo de 
perderse ante fenómenos naturales y 
haya resultado dañado en cualquier 
región o localidad del país. La Ley de-
termina que otros sujetos obligados y 
especialmente particulares

[…] en posesión de documentos de 
archivo que constituyan patrimonio 
documental de la Nación, podrán cus-
todiarlos, siempre y cuando apliquen 
las medidas técnicas, administrativas, 
ambientales o tecnológicas para la con-
servación y divulgación de los archivos, 
conforme a los criterios que emita el Ar-
chivo General y el Consejo Nacional.14

En el Titulo Quinto sobre el Patrimonio 
Documental de la Nación y la Cultura 
Archivística, se establecen disposicio-
nes centrales dignas de un breve co-
mentario. En primer término, la propia 
declaración enfatiza que los documen-
tos de archivo, sobre todo aquellos que 
han sido valorados como históricos o 
de valor permanente, forman parte del 

patrimonio histórico del país, según 
los términos de la legislación mexica-
na en la materia. Como ya se ha visto 
en los capítulos anteriores, la valora-
ción, como proceso de gestión docu-
mental, es determinante para dar, por 
así decirlo, a los documentos históricos 
de los sujetos obligados ese carácter 
de patrimonio, lo que rebasa al propio 
sujeto obligado que lo ha creado, redi-
mensionando el impacto de sus docu-
mentos a escala nacional. En segundo 
término, cabe destacar también que el 
patrimonio documental de los sujetos 
obligados no está solamente en los ar-
chivos históricos de las instituciones, 
especialmente porque la mayor par-
te de ellas, como ya se dijo, carece de 
estructuras formales de archivo his-
tórico, lo cual no quiere decir que no 
produzcan y usen valiosos acervos do-
cumentales hoy en día depositados en 
archivos de trámite y concentración y 
muchos de ellos en riesgo de perder-
se. Tal hecho debería motivar al Archi-
vo General de la Nación y al Consejo 
Nacional de Archivos a impulsar un 
programa integral de identifi cación y 
rescate de la memoria documental pú-
blica y su registro y protección en los 
mecanismos ya creados por el propio 
Archivo General de la Nación, como el 
Registro Nacional de Archivos. 

Facilitar el acceso al patrimonio 
documental nacional exige del esta-
blecimiento de mecanismos ágiles 
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para su consulta, tanto en los sujetos 
obligados, como, sobre todo, en las ins-
tituciones garantes de la custodia y 
difusión del patrimonio documental 
a escala nacional, señaladamente el 
Archivo General de la Nación y los ar-
chivos generales e históricos de las en-
tidades federativas.15 Con pleno respeto 
por las realidades de las instituciones en 
tanto sujetos obligados, los sindicatos, 
los partidos políticos, los particulares 
que posean documentos susceptibles 
de constituirse como patrimonio do-
cumental, requieren de igual forma 
establecer, con base en la gestión de 
documentos como paradigma del de-
sarrollo archivístico y en concordancia 
con los términos de la LGA, sus propios 
mecanismos de organización, protec-
ción, difusión y acceso a su patrimonio 
documental, en la lógica del interés 
público de los documentos históricos 
de archivo.
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CAPÍTULO

IV

Los Archivos
Históricos y 
la Gestión 
Documental

LOS ARCHIVOS HISTÓRICOS Y 
LA GESTIÓN DOCUMENTAL EN 
LA EXPERIENCIA HISTÓRICA DEL 
DESARROLLO ARCHIVÍSTICO

HASTA AQUÍ, EN EL PRESENTE TEXTO, HEMOS DADO 
PREMINENCIA A LOS ARCHIVOS GUBERNAMENTA-
LES, EN TANTO QUE LAS DEPENDENCIAS, ENTIDADES 
Y ORGANISMOS PÚBLICOS SE CONSIDERAN LOS MA-
YORES PRODUCTORES Y USUARIOS DE LA INFORMA-
CIÓN ARCHIVÍSTICA. Los procesos de gestión 
documental tienen, sin duda, una ínti-
ma relación con los procesos de la ges-
tión pública, pues como su resultado 
material dan testimonio de su desem-
peño, lo que los constituye como herra-
mienta de gestión y eventual memoria 
histórica. No obstante, organizar archi-
vos históricos y gestionarlos en tanto 
recurso patrimonial y como instrumen-
to de memoria no se circunscribe sola-
mente al ámbito gubernamental. 

Los archivos históricos en México 
son un territorio inmenso del patrimonio 
de la nación. Su riqueza, el vasto período 
que comprenden sus acervos —desde el 
siglo XVI temprano—, la amplitud desde 

el punto de las múltiples instituciones 
que han generado la documentación, la 
escala nacional, regional y local, los ám-
bitos público y privado de los que pro-
ceden, y no menos, la diversidad de los 
soportes y tipos documentales, hacen de 
nuestro país un lugar privilegiado de la 
memoria histórica.

En la actualidad, numerosas son 
las experiencias y las iniciativas para 
la “construcción” de archivos, con el 
propósito de generar información 
que promueva la protección de dere-
chos humanos, el derecho a saber y la 
verdad, el combate a la desmemoria. 
Numerosos organismos no guberna-
mentales, especialmente de países en 
confl icto, como es el caso de México, se 
han pronunciado por crear platafor-
mas, por así llamarlas, de información 
y archivos que contribuyan a los pro-
pósitos mencionados.



28

En diversos países se han creado 
“espacios y archivos de la memoria”16  
que constituyen referencias obligadas 
para develar la importancia de los ar-
chivos más allá de los usos institucio-
nales de la información archivística. En 
México, son varias las iniciativas y el in-
cesante interés por proteger y difundir 
el acceso a la información de archivos. 
Mientras se preparaba el presente texto, 
se conocieron los esfuerzos para orga-
nizar y difundir archivos relacionados 
con el Movimiento Estudiantil de 1968, 
que en 2018 conmemoró su cincuenta 
aniversario. La Universidad Nacional 
Autónoma de México y el Archivo Ge-
neral de la Nación, promovieron un Me-
morial del 68, formado por más de 30 
archivos que fueron aportados por ins-
tituciones e incluso particulares y que 
testimonian relevantes acontecimien-
tos hasta hoy no conocidos por el ciu-
dadano. Otra experiencia reciente es la 
impulsada por diversas organizaciones, 
entre ellas Artículo 19 y Fundar, que 
construyeron, poniéndola al servicio de 
la sociedad, una plataforma fi nalmente 
basada en archivos, denominada “Me-
moria y Verdad”, en la que se difunde 
información de primer orden relaciona-
da con acontecimientos y crímenes que 
han lacerado la conciencia nacional, vi-
gentes aún y que constituyen sin duda, 
memoria pública. El derecho a saber, 
el derecho a la verdad sobre aconteci-
mientos como Acteal, Aguas Blancas, 

Ayotzinapa, Guardería ABC, entre otros, 
constituye un gran esfuerzo de comba-
te al olvido.17

Ni duda cabe, sin embargo, que este 
esfuerzo de construcción y difusión de 
archivos históricos de gran importan-
cia, ha tenido una historia relevante en 
los últimos años, por lo que no viene 
mal recordarlo en estas líneas.

Hoy en día se vive una época diría-
mos de esplendor en cuanto al núme-
ro de iniciativas tendentes al rescate, 
protección, organización y difusión 
del patrimonio documental. Por todo 
el país hay instituciones preocupadas 
en identifi car acervos del pasado para 
garantizar su salvaguarda y conserva-
ción permanente. Archivos de los tres 
poderes de la Unión, de los tres niveles 
de gobierno, públicos y privados, civi-
les y eclesiásticos, se ocupan de ello y 
dan noticia regular de los avances en 
la protección de acervos que constitu-
yen un signo de identidad y materia 
para el estudio y divulgación de nume-
rosos temas con perspectiva histórica.

Esta condición, favorable al cui-
dado de la memoria documental, ha 
sido resultado de un complejo proceso 
que a lo largo de la historia de Méxi-
co ha tenido a las propias institucio-
nes que producen la documentación 
como parte de sus actividades cotidia-
nas, como encargadas de la custodia 
de sus documentos, si bien la ausen-
cia de archivos históricos formales 

LOS ARCHIVOS HISTÓRI-
COS EN MÉXICO SON UN 
TERRITORIO INMENSO 
DEL PATRIMONIO DE LA 
NACIÓN. SU RIQUEZA, 
EL VASTO PERÍODO QUE 
COMPRENDEN SUS 
ACERVOS [...] HACEN 
DE NUESTRO PAÍS UN 
LUGAR PRIVILEGIADO DE 
LA MEMORIA HISTÓRICA
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pone en entredicho la efi cacia de su 
cuidado. Alejada de toda pretensión 
de visión cultural o de protección de 
memoria, la producción y generación 
de archivos, como se ha señalado an-
tes, se desprende de una circunstancia 
más sencilla y no por ello menos im-
portante: las instituciones producen 
y acumulan documentación por las 
funciones y estructura que les obliga a 
documentar sus acciones, día con día. 
El paso del tiempo hace que en esas 
instituciones se guarden documentos, 
frecuentemente sin que ellas mismas 
reparen en aquellos acervos que ya no 
utilizan, que ya no están vigentes, que 
ya forman parte de su pasado.

LA MEMORIA Y EL PATRIMONIO EN RIESGO

A lo largo del tiempo esta circunstancia 
ha dado lugar a prácticas viciadas, polí-
ticas equívocas que originaron descuido, 
degradación del valor documental de los 
propios acervos, olvido, incuria, pérdida 
por accidente o por decisiones arbitra-
rias de autoridad que condujeron a la 
destrucción o deterioro de valiosos acer-
vos documentales en el país. Para dar 
cuenta de la irracional y dolorosa pérdi-
da de archivos históricos muy importan-
tes podrían escribirse no uno sino varios 
volúmenes de otro libro de los desastres, 
tal como el que escribió Fernando Bení-
tez para glosar la absurda destrucción 
de acervos bibliográfi cos y joyas de la 
memoria mexicana desde el siglo XVI.18

Por poner algunos ejemplos solo 
con la fi nalidad de señalar las múlti-
ples causas de esas irreparables pérdi-
das y lo que de ellas puede aprenderse, 
pensemos en las catástrofes, de las que 
no están a salvo las instituciones ni el 
patrimonio cultural: sismos, inunda-
ciones, incendios, en ningún lugar del 
mundo. En septiembre de 2004 tuvo 
lugar un gran incendio en la Biblioteca 
de la duquesa Ana Amalia, en la ciu-
dad de Weimar, Turingia, Alemania, se-
gún una nota del diario El País:

El balance de los daños del incendio 
se ha incrementado con el transcurso 
de los días. Unos 50.000 libros, sobre 
todo de los siglos XVII y XVIII, fueron 
pasto de las llamas; 28.000 se libra-
ron con graves daños por el fuego; 
34.000 sufrieron las consecuencias de 
los chorros de agua que lanzaron los 
bomberos para sofocar el incendio. 
Se rescataron otros 28.000 libros, sal-
vados gracias al esfuerzo, a veces he-
roico, de los voluntarios que formaron 
una cadena humana para transportar-
los y arrancarlos a las llamas.

Más recientemente, otro terrible incen-
dio destruyó el Museo Nacional de Brasil 
en Rio de Janeiro. Aunque no hay datos 
actualizados es posible que se hayan 
perdido cerca de 20 millones de piezas 
históricas: libros, documentos, planos, 
muebles, piezas del rescate antropológi-
co y arqueológico, fauna y fl ora reunidos 
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durante siglos. Un incendio en México, 
el de la Cámara de Diputados en San 
Lázaro, el 5 de mayo de 1989, destruyó 
documentación, la sala del pleno y es-
culturas de diversas épocas.

Otra circunstancia que ha dado 
lugar a la pérdida de acervos es la ar-
bitrariedad simple y llana, el abuso de 
poder. Muchos ejemplos pueden ci-
tarse sobre el particular, algunos muy 
recientes en dependencias y entida-
des que sin una lógica derivada de la 
valoración documental han operado 
procedimientos arbitrarios de baja do-
cumental. Por citar un caso conocido, 
el Archivo del Ayuntamiento de Juchi-
tán fue destruido (1981) por la salien-
te administración municipal ante el 
triunfo de Leopoldo de Gyves, funda-
dor y candidato ganador de la Coali-
ción Obrera Campesina Estudiantil del 
Istmo de Tehuantepec (COCEI).

Por otra parte, muchos archivos 
mexicanos valiosos se encuentran fue-
ra del país por indiferencia. Un caso 
emblemático es el de la Biblioteca Ge-
naro García que se encuentra en Aus-
tin, Texas, en la Biblioteca Nettie Lee 
Benson. La propia maestra Benson dijo 
en una entrevista con Eugenia Meyer, 
publicada por la revista Secuencia del 
Instituto José Ma. Luis Mora:19

La compraron en 1920, durante la ad-
ministración de Obregón. Vasconcelos 
estuvo mezclado en este asunto y de 
hecho es una historia bastante triste. 

La familia de Genaro García, cuando 
murió ofreció su biblioteca en venta al 
gobierno mexicano, se la ofrecieron a 
Vasconcelos en la Secretaría de Edu-
cación Pública; pero Vasconcelos no 
se interesó en lo más mínimo por ad-
quirirla, dijo que no tenía valor alguno 
y que tanto papel solamente serviría 
para envolver cosas en el mercado. 
Uno puede comprender eso, al menos 
yo lo comprendo; no quiero minimi-
zar el valor de Vasconcelos, estaba to-
talmente ocupado con otros asuntos, 
quería que todo el dinero disponible 
se destinara al proyecto con el que 
estaba comprometido: las misiones 
culturales; en traducir los clásicos y 
distribuirlos entre los indígenas. Claro, 
podemos juzgar que eso era algo ab-
surdo en aquella época, sin embargo, 
él pensó que esto los haría integrarse 
a la vida moderna. No se puede negar 
la importancia que para él tenía este 
asunto, pensando que podría integrar 
a los indígenas a la cultura y a la so-
ciedad mexicana. Puedo en tender cla-
ramente cómo se sentía al respecto; 
pero lo que no puedo entender e inclu-
so me resulta irónico, es que cuando 
en 1929 fracasaron quienes quisieron 
llevarlo a la presidencia (él empezó su 
campaña entre l927y 1928), vino a la 
Universidad de Texas y se pasó un año 
haciendo investigaciones, precisamen-
te en la biblioteca, en esos papeles, 
después de su fallida campaña. 
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El mayor daño al patrimonio documen-
tal ha sido el descuido, por indolencia, 
por ignorancia. Por todo el país se sabe 
de archivos en peor condición que basu-
ra, en habitaciones oscuras y húmedas, 
sin protección alguna. Los ratones, las 
plagas, la incuria se han ocupado por si-
glos en destruir acervos importantes. 

En México, los sismos de 1985 fue-
ron devastadores para los archivos 
institucionales del gobierno federal, 
como ya apuntábamos antes. Cuando 
el Archivo General de la Nación realizó 
el Programa Emergente de Rescate de 
Archivos del Gobierno Federal (1985-
1986) ya citado, se calculó en más de 
165 mil metros lineales de archivos 
destruidos o afectados en edifi cios 
colapsados. Ahí se perdieron impor-
tantes acervos para la historia de Mé-
xico. Buena parte de este desastre lo 
provocó el peso muerto de archivos en 
edifi caciones no apropiadas para su 
resguardo. Sin embargo, en la tragedia, 
también se rescataron acervos impor-
tantes, por ejemplo, la documentación 
del Archivo Histórico de Migración, 
desde entonces depositado en el AGN.

RESCATE DE LA MEMORIA DOCUMENTADA:
EL ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN,
EJEMPLO EMBLEMÁTICO

Los esfuerzos para proteger y asegurar 
la conservación permanente de los ar-
chivos históricos en el país tienen una 
historia en cierta forma heroica. El 

ejemplo evidente es el Archivo General 
de la Nación, principal repositorio do-
cumental del país. Desde su creación, el 
27 de marzo de 1790, el segundo conde 
de Revillagigedo establecía que inva-
riablemente encontraba “archivos su-
mamente confusos por impericia o por 
desorden en su colocación y en todos 
crecidos volúmenes de papeles anti-
guos […] se han perdido por esta incuria 
o abandono muchos que no se encuen-
tran y podrían rendir útiles noticias 
de lo obrado y sucedido”. El conservar 
con esmero y cuidado los documentos 
antiguos en un edifi cio “a imitación de 
lo que se practica en algunas naciones 
cultas” permitiría desahogar

[...] piezas y estantes que ocupan con 
perjuicio de las ofi cinas y de su con-
servación propia, porque se les trata 
como inútiles, sin considerar que mu-
chos encierran y guardan resoluciones 
y providencias exquisitas que hacen la 
veneración de las leyes y de los legis-
ladores que han precedido y tal vez los 
motivos originales que ilustrarían la 
ignorancia de ellos y su época.20

Resulta útil remontarse tan lejos, pues 
ese diagnóstico del segundo conde de 
Revillagigedo II, podría aplicarse en 
otras tantas épocas, aún en las ac-
tuales para ciertos acervos, modifi -
cando ligeramente el lenguaje, que 
seguramente perdería elegancia. Pero 
si damos un salto en el tiempo hasta 
nuestros días, resulta indispensable 
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establecer el antecedente central que 
ha dado lugar a la época de esplendor 
a la que nos referimos antes. 

Para alguien interesado en la histo-
ria del país y en conocer de los archivos 
que dan cuenta del pasado, probable-
mente le parecerá excepcional el hecho 
de que el Archivo General de la Nación 
estaba en el Palacio Nacional y que a 
este recinto se podía acceder por el Jar-
dín de la Emperatriz y por el Patio de 
Honor de la Presidencia de la Repúbli-
ca. En los años sesenta y principios de 
los setenta, el Archivo era una suerte 
de herencia directa del antiguo archivo 
fundado por Juan Vicente Güemes, se-
gundo conde de Revillagigedo, virrey de 
la Nueva España. Esas permanencias 
no parecen tan raras cuando se trata de 
acervos históricos. El Archivo General 
de Indias en Sevilla o el de Simancas, 
cerca de Valladolid, son grandes acer-
vos que parecen detenidos en el tiem-
po, aunque sus prácticas sean actuales 
y sus proyectos de vanguardia.

Por las obras de construcción del 
metro, el Archivo General tuvo que 
trasladarse al Palacio de las Comuni-
caciones, Tacuba 8, actualmente Museo 
Nacional de Arte, y esa mudanza anti-
cipó una de mayor calado, el tránsito 
verdadero hacia una época de com-
prensión cabal de la importancia de 
los archivos para la administración y 
para la investigación histórica, su valor 
como parte de la sociedad democrática. 

En efecto, la llegada de la Dra. Alejan-
dra Moreno Toscano a la dirección ge-
neral del Archivo General de la Nación 
debe considerarse el momento más 
importante desde la fundación del Ar-
chivo a fi nes del siglo XVIII, hacia una 
concepción moderna e integral, que in-
cluyó un vasto proyecto de transforma-
ción institucional de alcance nacional.

El primer aspecto fue la decisión 
de utilizar el edifi cio de la Antigua Pe-
nitenciaría de Lecumberri como sede 
del Archivo General de la Nación, en 
un proyecto monumental de gran re-
levancia. Inició también la reunión de 
numerosos archivos que, aunque ya 
formaban parte del acervo del AGN se 
encontraban dispersos, por ejemplo, 
en la así llamada Casa Amarilla en los 
rumbos de Tacubaya. Esos grandes vo-
lúmenes documentales que no se ha-
bían trabajado por décadas y algunos 
por siglos empezaron a identifi carse y 
a clasifi carse en un esfuerzo de enor-
mes proporciones, lo que permitiría en 
el curso de unos cuantos años multi-
plicar los acervos disponibles para la 
consulta pública. Para la época, otro 
proyecto muy importante fue la labor 
editorial con un registro amplio y sig-
nifi cativo para el conocimiento social 
de los acervos históricos de la nación. 

Una vez impulsado su propio res-
cate, el AGN abrió sus ventanas hacia el 
exterior, hacia otros archivos del país, so-
bre todo aquellos que estaban en serios 
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riesgos, como los archivos municipales, 
muchos de ellos hoy en día totalmente 
olvidados, quizá no por la legislación de-
lineada en los últimos tiempos, aunque 
poca mención se hace de ellos, sino por 
la escasez crónica de recursos. En coor-
dinación con las entidades federales y 
los municipios la administración de la 
Dra. Moreno Toscano desplegó uno de 
los proyectos más ambiciosos de la épo-
ca: el Registro Nacional de Archivos, aún 
vigente, que permitió visitar y organizar 
cientos de archivos públicos de los esta-
dos y de los municipios, así como archi-
vos parroquiales y diocesanos. 

Gracias a ese impulso inicial, hecho 
antes de 1982, ha sido posible contar en 
las últimas décadas con iniciativas que 
dan seguimiento o tienen inspiración en 
aquellas tareas. Quizá en esta línea se 
encuentra, además de la creación del Co-
mité Técnico Consultivo de Unidades de 
Correspondencia y Archivo21 y la decisión 
de crear un Sistema Nacional de Archivos 
en 1977, la vinculación de los archivos a la 
cultura de transparencia y acceso a la in-
formación, pues esta acción los ha puesto 
en la mesa de las discusiones jurídicas. 

A estos esfuerzos se sumaron no solo 
las instituciones de la administración pú-
blica sino muchas instituciones de educa-
ción superior y de investigación, así como 
notables académicos e historiadores.

Quizá el nombre de presidente archi-
vista no sea el más sonoro de los epíte-
tos atribuibles a don José López Portillo 

—escribió don Luis González y Gonzá-
lez, en “La Sopa de Archivo, maná de 
historiadores”— pero sí uno de los más 
acertados y sin duda el que mejor ma-
nifi esta la gratitud de los historiadores. 
[…] En México no sucedió exactamen-
te como en otras porciones del mundo 
occidental. En los siglos XVI y XVII se 
siguieron las pisadas de los clásicos, 
y a partir del siglo XVIII se procedió a 
la hechura de historias documentales, 
pero poco alimentadas con material de 
archivo, y mucho, de biblioteca.22

Hasta ayer, o para ponerle fecha, hasta 
el decreto presidencial sobre archivos 
del 14 de julio de 1980, o quizá hasta 
1977 cuando Alejandra Moreno Tos-
cano asume la dirección del Archivo 
General, los autores de historias de la 
vida mexicana prefi rieron documen-
tarse en bibliotecas y no en archivos 
por la simple y sencilla razón del acce-
so relativamente fácil a los depósitos de 
obras impresas y la difi cultad de poder 
cosechar algo en los archivos donde se 
guardaban los manuscritos. Pese a que 
las bibliotecas no se distinguían ni por 
su número, ni por su abundancia, ni 
por su orden, eran preferibles a los ha-
cinamientos caóticos de papeles, pol-
vo, cucarachas, ratones y basura. Los 
profesionales de la historia se resistían 
a entrar en competencia con ratas, sa-
queadores, polilla, fabricantes de car-
tón y demás usuarios de archivos en 
vil abandono. 
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En esos años, también fue posible 
incorporar numerosos archivos priva-
dos al patrimonio documental de la 
nación, algunos de ellos verdaderas jo-
yas: los archivos de Carlos Chávez o el 
de don Gonzalo Robles, para citar dos 
ejemplos en campos bien diversos; en-
tre los fotográfi cos, el de los Hermanos 
Mayo —con cinco millones de negati-
vos— es un portento de imágenes de 
la vida en México por décadas (de los 
treinta a los ochenta).

Enrique Florescano, por su parte, seña-
ló por entonces, que

[...] el hecho de que los archivos loca-
les y estatales dispongan hoy de re-
cursos, de personal y de apoyos quiere 
decir que por primera vez estamos en 
vías de crear la infraestructura indis-
pensable para empezar a producir una 
verdadera historia nacional, una histo-
ria que recoja los contenidos plurales 
y diversos de la variedad étnica, social, 
económica y geográfi ca del país. La 
disponibilidad de archivos que recojan 
y manifi esten los múltiples procesos 
que conforman la vida local y regio-
nal y la posibilidad de confrontar estos 
procesos con los llamados procesos 
históricos nacionales, no solo promete 
una imagen más exacta de las verda-
deras fuerzas que han intervenido en 
la formación histórica nacional, sino 
que permitirá precisar también los 
agentes y fuerzas históricas que han 
determinado el desarrollo regional.23

Todo lo cual, según parece, a pesar de 
que ahora de la existencia formal de 
los archivos en un complejo entrama-
do jurídico, no corresponde exacta-
mente con la realidad de muchos de 
los archivos del país.

Ese esfuerzo de transformación 
para hacer memoria de los archivos 
públicos, también desembocó en una 
serie de dilemas y preguntas acerca 
del sentido profundo de lo que estaba 
en marcha. La propia Dra. Moreno Tos-
cano hacía una advertencia: 

[...] enfrentados a la tarea de ordenar 
toneladas de documentos, organizar-
los, clasifi carlos y limpiarlos —literal-
mente— del polvo de los tiempos, quie-
nes colaboraron entre 1977 y 1980 con 
el AGN, conocieron el entusiasmo, la 
rutina y algunas veces la franca deses-
peranza. En muchas ocasiones se plan-
teó la duda: ¿y para qué va a servir todo 
esto? Esa y otras preguntas semejantes 
no sólo cuestionaban la función y el pa-
pel de los archivos: planteaban también 
problemas acerca del sentido y la fun-
ción de la historia. Aun cuando los his-
toriadores no parecen poner en duda la 
utilidad o la legitimidad de la historia, 
lo cierto es que pocas veces responden 
expresamente a esas preguntas. Tam-
poco se dispone de textos razonados 
que a partir de distintas práctica y usos 
de la historia den cuenta del porqué y 
el para qué se rescata, se ordena y se 
busca explicar el pasado.24 

COMO EL OLVIDO ES 
LA OTRA CARA DE LA 
MONEDA DE LA MEMO-
RIA, ESAS CAJAS [DE LA 
DIRECCIÓN GENERAL 
DE GOBIERNO Y DE LA 
DIRECCIÓN FEDERAL DE 
SEGURIDAD, QUE ERAN 
CONSIDERADAS COMO 
“ARCHIVO MUERTO”], 
MUCHOS AÑOS DES-
PUÉS, HASTA EL AÑO 
2000, PROVOCARÍAN UN 
CAMBIO RADICAL EN LA 
VALORACIÓN POLÍTICA, 
SOCIAL, DE JUSTICIA EN 
TORNO A LOS DERECHOS 
HUMANOS, LA CON-
CIENCIA PÚBLICA, Y LA 
RESPONSABILIDAD DE 
LAS INSTITUCIONES
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En esas múltiples tareas de acción y 
comprensión, el mundo de los archivos 
llegó a México como si fuera un meteo-
rito y el impacto de esos años fundacio-
nales es el que nos ha traído hasta aquí. 
Para preguntarnos de nueva cuenta 
acerca del valor y la importancia de los 
archivos históricos para las tareas de 
hoy y del futuro. En estos días se con-
memora medio siglo del 2 de octubre de 
1968. Y ya en aquellas reuniones en las 
que se hacía la pregunta historia, ¿para 
qué? Carlos Monsiváis señalaba algu-
nas enseñanzas del 68:

Al movilizar vastos contingentes sobre 
demandas muy concretas de solidari-
dad, al insistir en la política como un 
derecho político y un deber moral, el 
movimiento del 68 recobra amplia-
mente la emoción y la pasión histó-
ricas…Otra vez, historia es lo que nos 
cohesiona y lo que, de algún modo, nos 
instala en el porvenir. Los estudiantes 
y quienes comparten su lucha se sien-
ten inmersos en una dinámica que les 
da sentido a sus vidas y les permite 
entender la falta de sentido de otras 
conductas. Cuando se insiste tanto 
en el México antes y después del 68 
se está diciendo, entre otras cosas, el 
México antes y después de un acceso 
masivo a la conciencia histórica.25

En esos años en los que se remodela-
ba Lecumberri, donde habían estado 
como presos políticos, estudiantes y 

maestros del movimiento, el edifi cio 
contiguo al llamado Palacio Negro, 
que había alojado a los tribunales del 
ramo penal, quedó desalojado y se uti-
lizó en cierto momento como bodega 
del AGN, y como depósito de los acer-
vos hemerográfi cos. Resulta que para 
aprovechar ese espacio disponible y 
por el hecho de que el AGN formaba 
parte de la estructura administrativa 
de la Secretaría de Gobernación, lle-
garon cientos de cajas de la Dirección 
General de Gobierno y de la Dirección 
Federal de Seguridad, que eran conside-
radas como “archivo muerto”, para usar 
la expresión de la jerga archivística to-
davía en uso. Como no era una transfe-
rencia propiamente dicha, es decir, no se 
incorporaba al acervo del AGN para su 
identifi cación y puesta a la consulta, se 
tomó la decisión de sellarlas, fi rmarlas 
y mantenerlas a resguardo. Pero como 
el olvido es la otra cara de la moneda 
de la memoria, esas cajas se incorpo-
raron de facto al acervo histórico de 
la nación. No sería sino muchos años 
después, hasta el año 2000, que pro-
vocarían un cambio radical en la valo-
ración política, social, de justicia y de 
conocimiento público y que formarían 
parte de las profundas y complejas 
transformaciones que hoy en día con-
vocan tantas ideas en torno a los dere-
chos humanos, la conciencia pública, y 
la responsabilidad de las instituciones 
frente a sus archivos históricos.
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LOS ACERVOS HISTÓRICOS
Y LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA

Un ejemplo muy signifi cativo que pue-
de citarse para destacar la importan-
cia y los problemas de conservación 
de los archivos, lo es el relacionado 
con la conservación de documenta-
ción relevante para la historia de la 
procuración de justicia. Para entender 
los aspectos más complejos de la so-
ciedad mexicana este ejemplo de los 
archivos de las procuradurías de jus-
ticia en el país resulta emblemático. 
En 1989, atendiendo una solicitud de 
baja documental que le fue presen-
tada al Archivo General de la Nación, 
fue posible acercarse a la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Fede-
ral. Ahí fue claro un amplio problema: 
para empezar el conocido respecto a 
la cifra oscura de delitos que no son 
denunciados, al altísimo porcentaje de 
averiguaciones previas prescritas y a la 
consideración de que esa información, 
a todas luces valiosa, es irrelevante 
una vez que se establece, precisamen-
te la prescripción legal, desconociendo 
o simplemente cancelando la posibili-
dad de su potencial importancia para 
el estudio del problema desde una 
perspectiva más amplia.

En aquel proceso, la Procuraduría 
solicitó al Archivo General de la Nación, 
autorización para dar de baja cerca de 
280 mil expedientes de averiguaciones 
previas prescritas correspondientes a 

cuatro años, de 1978 a 1981. Original-
mente las averiguaciones previas (AP) 
eran organizadas en el archivo central 
de la Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal (PGJDF) por una 
agencia investigadora del Ministerio 
Público (MP), por año y en forma conse-
cutiva, de la primera a la última del año 
en cuestión. Sin embargo, al intervenir 
el equipo de apoyo (MP) encargado de 
revisar las AP con el objeto de determi-
nar la prescripción legal y en su caso la 
no acción penal, son separadas irregu-
larmente por delito. Las averiguaciones 
previas están integradas con la denun-
cia o querella presentada ante el MP y 
con la documentación que generan las 
diversas y sucesivas diligencias promo-
vidas por el propio MP, en particular 
minutas de declaraciones, informes del 
área de Servicios Periciales (balística, 
laboratorio, fotografía, dactiloscopia, 
tránsito, entre otros), informes de la Po-
licía Judicial, órdenes y citatorios, infor-
mes de medicina legal, fotografías, así 
como informes documentos y pruebas. 

En el primer trimestre de 1978, 
por ejemplo de la incidencia delictiva, 
hubo 18 mil 44 averiguaciones previas 
por robo; 15 mil 142 por lesiones; 10 
mil 762 por daño en propiedad ajena; 
2 mil 446 por homicidio (una buena 
proporción por accidentes de tránsito); 
2 mil 136 fueron denuncias de hechos; 
mil 684 por amenazas; mil 520 por 
ataques a las vías de comunicaciones; 

LOS ARCHIVOS SON 
ESENCIALES PARA EL 
BUEN FUNCIONAMIENTO 
Y RESULTADO DE TODO 
PROCESO DE JUSTICIA 
DE TRANSICIÓN. SON 
CRUCIALES PARA EL EJER-
CICIO DE LOS DERECHOS 
INDIVIDUALES, COMO EL 
DERECHO A CONOCER 
LA VERDAD ACERCA DE 
LAS CIRCUNSTANCIAS EN 
QUE SE VULNERARON 
DERECHOS Y, EN CASO 
DE FALLECIMIENTO O 
DESAPARICIÓN, ACERCA 
DE LA SUERTE DE LAS 
VÍCTIMAS
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mil 286 por fraude; mil 271 por inju-
rias; entre 100 y mil por abuso de con-
fi anza, despojo, rapto, allanamiento de 
morada, violación, estupro, abandono 
de persona, tentativa de robo, contra 
la salud, portación de arma prohibida, 
privación ilegal de la libertad, abuso de 
autoridad, disparo de arma de fuego; 
menos de 100, tentativa de violación, 
responsabilidad ofi cial, aborto, adul-
terio, difamación, atentados al pudor, 
bigamia, falsifi cación de documentos, 
robo de infante, corrupción de meno-
res, evasión de preso, ultraje a la moral 
pública, vagancia y malvivencia, leno-
cinio, secuestro, entre otras.26

Desde luego esa incidencia delic-
tiva ha cambiado, ha empeorado, radi-
calmente en nuestros días, lo que revela 
un dramático contraste. Pero lo que no 
ha cambiado es la importancia de esas 
fuentes para la cabal comprensión de la 
problemática social que subyace a esa 
incidencia. Es cierto que una vez pres-
critas y establecida la no acción penal, 
se convierten –una vez seleccionada la 
información– en una fuente de excep-
cional riqueza para el estudio de la cri-
minalidad en México. Si imaginamos lo 
que ocurre en todas y cada una de las 
procuradurías locales, puede tenerse 
una idea de la pérdida de información 
relevante para la justicia, los derechos 
humanos y la reparación de daño.

Como bien se dice en el informe 
de la ONU acerca de los Archivos y 

el Derecho a Conocer la Verdad.27 Los 
archivos son esenciales para el buen 
funcionamiento y resultado de todo 
proceso de justicia de transición. Son 
cruciales para el ejercicio de los de-
rechos individuales, como el derecho 
a conocer la verdad acerca de las cir-
cunstancias en que se vulneraron de-
rechos y, en caso de fallecimiento o 
desaparición, acerca de la suerte de las 
víctimas. Los archivos también contri-
buyen en gran medida a la integridad 
de la memoria escrita y al ejercicio del 
derecho de cada pueblo a conocer la 
verdad sobre su pasado.

LA MEMORIA DOCUMENTADA
Y LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Los archivos de las instituciones de 
procuración y administración de jus-
ticia son esenciales. Probablemente la 
mayor transformación estructural en-
tre los archivos mexicanos se dio en el 
Poder Judicial de la Federación. A prin-
cipios de 1990, después de la devasta-
ción de los sismos de 1985 que afectó 
gravemente los juzgados de distrito 
alojados en las torres de Pino Suárez, 
fue posible realizar un estudio y una 
propuesta de trabajo para los archi-
vos de la Suprema Corte de Justicia28 
y, por extensión, de todo el Poder Judi-
cial de la Federación. A partir del estu-
dio de caso del Juzgado 3º de Distrito 
en Materia Administrativa, se hizo un 
análisis de las pérdidas de expedientes 
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por el sismo del 19 de septiembre, así 
como de la condición lamentable en 
la que se encontraban los archivos de 
juzgados de distrito especialmente en 
la sede de avenida Universidad y Río 
Mixcoac. A partir de ese momento y 
con la autorización del ministro pre-
sidente en esa época Ulises Schmill, 
inició un ambicioso programa de iden-
tifi cación, organización y resguardo de 
los archivos jurisdiccionales en la Ciu-
dad de México. Al éxito de este proyec-
to contribuyó que se solicitó que cada 
juez designara una persona por lo que 
en un plazo breve logró constituirse un 
equipo de trabajo que permitió avan-
zar en la revisión y guarda ordenada 
de cada uno de los numerosos archi-
vos de ese edifi cio para después conti-
nuar con otras sedes en reclusorios y 
en otros distritos judiciales. 

En adelante se replicó el programa 
con un procedimiento uniforme, con 
la ventaja relativa de la homogeneidad 
de los expedientes judiciales, lo que 
permite identifi car con mayor clari-
dad y con menor margen de error los 
acervos y organizarlos de forma que 
el órgano jurisdiccional pueda contar 
con la información oportuna de los ne-
gocios judiciales en curso.

La organización de los archivos 
del Poder Judicial de la Federación, en 
consecuencia, se ha convertido en el 
proyecto más exitoso, pues desde sus 
inicios en 1991, ha permitido un avan-

ce sistemático a escala nacional. Debe 
reconocerse como una gran contribu-
ción a la conservación de la memoria 
institucional y a los archivos para la 
historia de México. La experiencia de 
la Suprema Corte de Justicia, desde en-
tonces, y especialmente ante la crea-
ción de las Casas de Cultura Jurídica, 
pone un acento especial al cuidado 
de la memoria y el patrimonio docu-
mental del Poder Judicial, en virtud 
de reconocer que los archivos tienen 
una importancia capital para la ad-
ministración de justicia. La buena or-
ganización de los acervos judiciales 
constituye un engranaje que da curso 
a toda la actividad judicial, evitando 
así las distorsiones que archivos mal 
organizados causan al pleno ejercicio 
del Estado de derecho. Archivos judi-
ciales bien organizados constituyen 
la condición sine qua non para cumplir 
con el artículo 17 de la Carta Magna, 
en el sentido de que la justicia sea 
pronta y expedita.

ARCHIVOS Y TRANSPARENCIA: UNA RELACIÓN 
INDISOLUBLE PARA LA PROTECCIÓN
Y DIFUSIÓN DE LA MEMORIA DOCUMENTAL

Años más tarde, un nuevo impulso se 
dio a los archivos a partir del diseño e 
introducción de la Transparencia y el Ac-
ceso a la Información a la que el ciudada-
no puede tener acceso, con el propósito 
de transparentar el ejercicio público y 
ser fuente para la rendición de cuentas, 
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y se llevaron a cabo los trabajos del an-
damiaje legal y del diseño institucional 
de lo que llegaría a ser el Instituto Fe-
deral de Acceso a la Información, (IFAI), 
ahora INAI. Este hecho, coincidió con 
los trabajos preparatorios para el tras-
lado de los archivos del CISEN al Archi-
vo General de la Nación, envueltos en 
fuertes polémicas que hoy resuelve la 
Ley General de Archivos y su similar 
en materia de Transparencia y Protec-
ción de Datos: la consulta de esta do-
cumentación de la mayor relevancia 
para la historia reciente de nuestro 
país. Aquí aparece una paradoja. Esos 
archivos que tanta controversia pro-
vocan, son de los mejor ordenados del 
país. También se trasladaron un cierto 
número de cajas de la Secretaría de la 
Defensa Nacional.

Para las instituciones y los órganos 
garantes de la cultura de transparen-
cia, el acceso a estos acervos constitu-
ye una de las más valiosas fuentes para 
la investigación, para la justicia, para el 
derecho a saber y el derecho a la verdad, 
así como para honrar la memoria de 
muchas víctimas, de diversas luchas.

En “La estrella de siete brazos”, un 
luminoso texto de Hugo Hiriart escri-
to en 1982 en ocasión del traslado del 
Archivo General de la Nación a Lecum-
berri, concluía señalando que ahí en 
donde el Estado miraba y vigilaba a los 
ciudadanos, “en una inversión com-
pleta, serán los ciudadanos quienes a 

través de los documentos de archivo, 
vean y juzguen al Estado”.29

UNA NOTA FINAL

Entre las organizaciones que se han 
preocupado por el rescate, la conser-
vación y difusión del patrimonio do-
cumental, debe reconocerse también 
el trabajo impulsado por la organiza-
ción Apoyo al Desarrollo de Archivos 
y Bibliotecas de México, A.C. (Adabi), 
que este año cumple 15 de existen-
cia muy exitosa. Los esfuerzos de esta 
organización, de cobertura nacional, 
han permitido logros de excepcio-
nal  importancia: rescate de archivos, 
conservación de acervos, difusión de 
la riqueza documental y bibliográfi ca 
de México, la capacitación de números 
archivistas y estudiosos del libro anti-
guo. Un solo ejemplo puede dar idea 
del alcance de los trabajos de ADABI: 
la transformación del archivo Histó-
rico del Estado de Oaxaca, que es un 
proyecto innovador y ejemplo en el 
ámbito internacional.

Las múltiples tareas que ha venido 
realizando Adabi, ha dicho el Dr. Car-
los Marichal,30 de El Colegio de México, 
en el campo de la conservación y difu-
sión del patrimonio cultural e históri-
co de México- en especial de la conser-
vación de los archivos y bibliotecas- es 
no solo invaluable sino de una enorme 
originalidad. Para empezar ha logrado 
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incentivar a investigadores, políticos, 
empresarios y funcionarios a valorar 
una multitud de archivos y fondos 
documentales locales que no habían 
recibido la atención que merecían. Ha 
demostrado en este sentido que el pa-
trimonio cultural documental de Méxi-
co es aún más rico, múltiple y variado 
de lo que se sospechaba. Pero también 
que este patrimonio requiere cuidarse 
mucho más para poder sobrevivir en 
un mundo donde todo es precario y 
puede desaparecer si no cuenta con el 
apoyo humano, profesional requerido.

De esta manera, debe tenerse en cuen-
ta que los archivos, es decir, la memoria 
–como ha dicho el historiador Enrique 
Florescano– no es el conjunto de im-
presiones que heredamos del pasado, 
sino una reconstrucción continua. Esa 
monumental tarea institucional y so-
cial es en la que está empeñada hoy en 
día la nación, en forma fragmentaria 
y frecuentemente equívoca, pero con 
una clara vocación hacia la recupera-
ción de fuentes históricas para múlti-
ples fi nes: la investigación académica 
y el disfrute intelectual, para la inves-
tigación y sustento en procesos que 
garanticen derechos humanos y jus-
ticia, para la difusión de los “muchos 
méxicos” de los que se nutre la con-
ciencia nacional.
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Los Archivos
Históricos y 
la Gestión 
Documental

CONCLUSIONES

LOS ARCHIVOS HISTÓRICOS POSEEN UNA GRAN 
RIQUEZA INFORMATIVA PARA MÚLTIPLES FINES Y 
TAREAS. LA DEBIDA ORGANIZACIÓN DE LOS ARCHI-
VOS, SU CONSERVACIÓN Y DIFUSIÓN CONSTITUYEN 
NO SOLO UNA OBLIGACIÓN JURÍDICA DEL ESTADO, 
SINO UNA RESPONSABILIDAD QUE COMPETE A TO-
DOS: SOCIEDAD Y GOBIERNO. El patrimonio 
documental de los sujetos obligados 
corre serios riesgos ante la ausencia 
formal de instituciones archivísticas 
que lo protejan y salvaguarden a lar-
go plazo. Generar memoria pública no 
es sino resultado de los procesos de 
gestión documental que anteceden a 
la creación de acervos históricos. Los 
archivos administrativos, de trámite y 
concentración, aún carecen de reco-
nocimiento institucional, a pesar del 
marco jurídico regulatorio que hoy en 
día sitúa la relevancia de los archivos 
como uno de los más importantes re-
cursos para el desempeño ordenado 
de la gestión pública, para favorecer su 
uso en el desarrollo de una cultura de 
transparencia y rendición de cuentas y 
como constructores de la memoria do-
cumentada de las instituciones.

La gestión de documentos, entendi-
da no solo como un conjunto de proce-
sos técnicos que se ejecutan a lo largo 
del ciclo de vida de la información do-
cumental, sino como el medio idóneo 
para estructurar dicha documentación 
y hacerla signifi cativa como informa-
ción archivística, resulta esencial, pues 
solo de esa forma podrá contarse con 
archivos históricos, con fondos docu-
mentales que se constituyan como un 
espejo de las funciones y las estructu-
ras que les dieron origen. El cuidado de 
los archivos administrativos es condi-
ción necesaria para la cabal formación 
de archivos históricos. La archivística 
contemporánea, la gestión integrada 
de documentos, se sustenta en tres 
pilares que le dan sentido y perspecti-
va: por un lado, el desarrollo teórico y 
metodológico de la ciencia archivísti-
ca, en permanente evolución, y del que 
se requiere un conocimiento profundo, 
tanto de productores y usuarios de la 
información como, especialmente, de 
los profesionales de los archivos, mu-
chos de los cuales carecen del perfi l 
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adecuado para ejercer funciones ar-
chivísticas. Por otra parte, resulta ne-
cesario el reconocimiento, adopción 
y adaptación de una serie de normas 
técnicas y modelos para la gestión de 
documentos, diseñados para el ejer-
cicio de buenas prácticas archivísti-
cas, especialmente ante la dinámica 
evolución de las nuevas tecnologías 
de la información que deben ser in-
teligentemente aprovechadas por el 
universo archivístico. La información 
archivística convencional y la que se 
produce incesantemente en el entorno 
electrónico y digital, requieren de un 
control archivístico de las normas ISO 
y las emitidas por el Consejo Internacio-
nal de Archivos, pues estas pueden favo-
recer a las instituciones. El tercer pilar, lo 
constituye el muy amplio y consistente 
marco jurídico regulatorio emitido en 
nuestro país en la materia, que además 
de dar certeza jurídica a la gestión docu-
mental y la administración de archivos, 
promueve la formalización del Sistema 
Nacional de Archivos y su vinculación 
con los respectivos sistemas naciona-
les de transparencia y anticorrupción. 

En este enfoque sistémico, que for-
talece el ejercicio de una democracia 
participativa, los archivos tienen un rol 
fundamental para la viabilidad de los 
sistemas mencionados, así como para 
el diseño y regulación de sistemas ins-
titucionales de archivos que formalicen 
la operación integral de los archivos de 

trámite, concentración e históricos en 
los sujetos obligados. La Ley General de 
Archivos que entrará en vigor en junio 
de 2019, delinea el futuro inmediato de 
los archivos. De los sujetos obligados, de 
la sociedad, de los principales actores 
del universo de los archivos dependerá 
su cumplimiento y destino. La historia 
reciente, especialmente de los archivos 
históricos, que se ha reseñado en este 
texto, revela lecciones importantes, 
pues tanto los esfuerzos exitosos como 
sobre todo, los que han fracasado por 
el desdén, la incuria, el dolo y las per-
versidades del poder público sobre los 
archivos han puesto en jaque la con-
servación y difusión de la memoria 
documentada de nuestro país. Quizá el 
principal reto de las instituciones ga-
rantes de su conservación sea no repe-
tir esas historias de miedo.
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GLOSARIO31

Los Archivos
Históricos y 
la Gestión 
Documental

Acervo: Al conjunto de documentos producidos y recibidos por los sujetos obligados en el ejercicio de sus 
atribuciones y funciones con independencia del soporte, espacio o lugar que se resguarden;

Actividad archivística: Al conjunto de acciones encaminadas a administrar, organizar, conservar y difundir 
documentos de archivo;

Archivo: Al conjunto organizado de documentos producidos o recibidos por los sujetos obligados en el ejerci-
cio de sus atribuciones y funciones, con independencia del soporte, espacio o lugar que se resguarden;

Archivo de concentración: Al integrado por documentos transferidos desde las áreas o unidades productoras, 
cuyo uso y consulta son esporádicos y que permanecen en él hasta su disposición documental;

Archivo de trámite: Al integrado por documentos de archivo de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de 
las atribuciones y funciones de los sujetos obligados;

Archivos generales: A las entidades especializadas en materia de archivos en el orden local, que tienen por 
objeto promover la administración homogénea de los archivos, preservar, incrementar y difundir el patrimonio 
documental de la entidad federativa, con el fi n de salvaguardar su memoria de corto, mediano y largo plazo, 
así como contribuir a la transparencia y rendición de cuentas;

Archivo histórico: Al integrado por documentos de conservación permanente y de relevancia para la memoria 
nacional, regional o local de carácter público;

Archivos privados de interés público: Al conjunto de documentos de interés público, histórico o cultural, que 
se encuentran en propiedad de particulares, que no reciban o ejerzan recursos públicos ni realicen actos de 
autoridad en los diversos ámbitos de gobierno;

Área coordinadora de archivos: A la instancia encargada de promover y vigilar el cumplimiento de las dis-
posiciones en materia de gestión documental y administración de archivos, así como de coordinar las áreas 
operativas del sistema institucional de archivos;

Baja documental: A la eliminación de aquella documentación que haya prescrito su vigencia, valores docu-
mentales y, en su caso, plazos de conservación; y que no posea valores históricos, de acuerdo con la Ley y las 
disposiciones jurídicas aplicables;
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Catálogo de disposición documental: Al registro general y sistemático que establece los valores documenta-
les, la vigencia documental, los plazos de conservación y la disposición documental;

Ciclo vital: A las etapas por las que atraviesan los documentos de archivo desde su producción o recepción hasta 
su baja documental o transferencia a un archivo histórico;

Conservación de archivos: Al conjunto de procedimientos y medidas destinados a asegurar la prevención de 
alteraciones físicas de los documentos en papel y la preservación de los documentos digitales a largo plazo;

Cuadro general de clasifi cación archivística: Al instrumento técnico que refl eja la estructura de un archivo con 
base en las atribuciones y funciones de cada sujeto obligado;

Disposición documental: A la selección sistemática de los expedientes de los archivos de trámite o concentración 
cuya vigencia documental o uso ha prescrito, con el fi n de realizar transferencias ordenadas o bajas documentales;

Documento de archivo: A aquel que registra un hecho, acto administrativo, jurídico, fi scal o contable produci-
do, recibido y utilizado en el ejercicio de las facultades, competencias o funciones de los sujetos obligados, con 
independencia de su soporte documental;

Documentos históricos: A los que se preservan permanentemente porque poseen valores evidenciales, testi-
moniales e informativos relevantes para la sociedad, y que por ello forman parte íntegra de la memoria colectiva 
del país y son fundamentales para el conocimiento de la historia nacional, regional o local;

Entes públicos: A los poderes Legislativo y Judicial, los órganos constitucionales autónomos, las dependencias 
y entidades de la Administración Pública Federal, y sus homólogos de las entidades federativas, los municipios 
y alcaldías de la Ciudad de México y sus dependencias y entidades, la Fiscalía General de la República y las 
fi scalías o procuradurías locales, los órganos jurisdiccionales que no formen parte de los poderes judiciales, así 
como cualquier otro ente sobre el que tenga control cualquiera de los poderes y órganos públicos citados de los 
tres órdenes de gobierno;

Entidades federativas: A las partes integrantes de la Federación, en términos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos;

Expediente: A la unidad documental compuesta por documentos de archivo, ordenados y relacionados por un 
mismo asunto, actividad o trámite de los sujetos obligados;
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Expediente electrónico: Al conjunto de documentos electrónicos correspondientes a un procedimiento admi-
nistrativo, cualquiera que sea el tipo de información que contengan;

Fondo: Al conjunto de documentos producidos orgánicamente por un sujeto obligado que se identifi ca con 
el nombre de este último;

Gestión documental: Al tratamiento integral de la documentación a lo largo de su ciclo vital, a través de la 
ejecución de procesos de producción, organización, acceso, consulta, valoración documental y conservación;

Grupo interdisciplinario: Al conjunto de personas que deberá estar integrado por el titular del área coordi-
nadora de archivos; la unidad de transparencia; los titulares de las áreas de planeación estratégica, jurídica, 
mejora continua, órganos internos de control o sus equivalentes; las áreas responsables de la información, así 
como el responsable del archivo histórico, con la fi nalidad de coadyuvar en la valoración documental;

Instrumentos de control archivístico: A los instrumentos técnicos que propician la organización, control y 
conservación de los documentos de archivo a lo largo de su ciclo vital que son el cuadro general de clasifi cación 
archivística y el catálogo de disposición documental;

Inventarios documentales: A los instrumentos de consulta que describen las series documentales y expe-
dientes de un archivo y que permiten su localización (inventario general), para las transferencias (inventario de 
transferencia) o para la baja documental (inventario de baja documental);

Organización: Al conjunto de operaciones intelectuales y mecánicas destinadas a la clasifi cación, ordenación 
y descripción de los distintos grupos documentales con el propósito de consultar y recuperar, efi caz y oportu-
namente, la información. Las operaciones intelectuales consisten en identifi car y analizar los tipos de docu-
mentos, su procedencia, origen funcional y contenido, en tanto que las operaciones mecánicas son aquellas 
actividades que se desarrollan para la ubicación física de los expedientes;

Patrimonio documental: A los documentos que, por su naturaleza, no son sustituibles y dan cuenta de la 
evolución del Estado y de las personas e instituciones que han contribuido en su desarrollo; además de trans-
mitir y heredar información signifi cativa de la vida intelectual, social, política, económica, cultural y artística 
de una comunidad, incluyendo aquellos que hayan pertenecido o pertenezcan a los archivos de los órganos 
federales, entidades federativas, municipios, alcaldías de la Ciudad de México, casas curales o cualquier otra 
organización, sea religiosa o civil;
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Plazo de conservación: Al periodo de guarda de la documentación en los archivos de trámite y concentración, 
que consiste en la combinación de la vigencia documental y, en su caso, el término precautorio y periodo de 
reserva que se establezcan de conformidad con la normatividad aplicable;

Sección: A cada una de las divisiones del fondo documental basada en las atribuciones de cada sujeto obligado 
de conformidad con las disposiciones legales aplicables;

Serie: A la división de una sección que corresponde al conjunto de documentos producidos en el desarrollo 
de una misma atribución general integrados en expedientes de acuerdo con un asunto, actividad o trámite 
específi co;

Soportes documentales: A los medios en los cuales se contiene información además del papel, siendo estos 
materiales audiovisuales, fotográfi cos, fílmicos, digitales, electrónicos, sonoros, visuales, entre otros;

Sujetos obligados: A cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo 
y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fi deicomisos y fondos públicos; así como cualquier persona 
física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la Federación, 
las entidades federativas y los municipios, así como a las personas físicas o morales que cuenten con archivos 
privados de interés público;

Transferencia: Al traslado controlado y sistemático de expedientes de consulta esporádica de un archivo de 
trámite a uno de concentración y de expedientes que deben conservarse de manera permanente, del archivo de 
concentración al archivo histórico;

Valoración documental: A la actividad que consiste en el análisis e identifi cación de los valores documentales; 
es decir, el estudio de la condición de los documentos que les confi ere características específi cas en los archivos 
de trámite o concentración, o evidenciales, testimoniales e informativos para los documentos históricos, con la 
fi nalidad de establecer criterios, vigencias documentales y, en su caso, plazos de conservación, así como para la 
disposición documental, y

Vigencia documental: Al periodo durante el cual un documento de archivo mantiene sus valores administrati-
vos, legales, fi scales o contables, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.
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NOTAS

Los Archivos
Históricos y 
la Gestión 
Documental

1 Para una mejor comprensión de la terminología archivística, se recomienda la “Colección Cuadernos Me-
todológicos para la Gestión de Documentos y la Administración de Archivos”, publicada por el INAI y el 
Archivo General de la Nación. 2ª. Edición, 2017 (cinco cuadernos).

2 Las normas citadas pueden consultarse en el sitio web del Archivo General de la Nación, así como en el del Consejo 
Internacional de Archivos. La bibliografía incluida en el presente texto destaca las referencias en las que pueden 
encontrarse. 

3 Ver el concepto acuñado por el archivista brasileño José Maria Jardim en Políticas y sistemas de archivos. 
México, Secretaría General Iberoamericana. Red de Archivos Diplomáticos Iberoamericanos. Secretaría de 
Relaciones Exteriores. Colección Archivum No. 1 (2010).

4 Alberch i Fugueras, Ramón, Archivos. Colección El profesional de la información. Ed. UDC, 1ª edición. 
Barcelona, España, 2013.

5  Ley General de Archivos (LGA). Artículos 20 y 21 (DOF, 15 de junio de 2018).

6 LGA. Artículo 4º, fracción XXXIII.

7 Tal era y sigue siendo el caso de las secretarías de Relaciones Exteriores, Defensa Nacional, Marina, Salud, 
Educación Pública y el entonces Departamento del Distrito Federal, hoy en día Archivo Histórico de la Ciu-
dad de México.

8 Después de los sismos ocurridos en el país en el año de 1985, el Archivo General de la Nación (AGN), 
impulsó un Programa Emergente de Rescate de Archivos Federales. La sobreacumulación de acervos, de 
acuerdo con lo visto en el rescate de los mismos, reveló que en muchas edifi caciones el peso de los archi-
vos contribuyó a su colapso. El programa denominado Estadísticas Documentales del Gobierno Federal de 
1987 puesto en marcha también por el AGN, reveló la escasa consulta de la documentación de muchos 
archivos federales dada su desorganización física y técnica.   

9 LGA. Título segundo, Capítulo I, De los documentos públicos, artículo 6º. II párrafo (DOF, 15 de junio de 2018).

10 LGA. Artículo 21, inciso d.

11 En la actualidad esto representa una tendencia de la que no se cuenta con datos precisos, no obstante, son 
varias las instituciones que rentan espacios de almacenamiento a empresas privadas.
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12 En diversos foros, seminarios y eventos, varias organizaciones cuestionaron el hecho de que se califi cara a los ar-
chivos históricos como confi denciales, en virtud de que cuando los documentos adquieren un valor secundario, 
propiamente histórico, debe propiciarse su consulta pública, sin restricción alguna. La Ley General de Archivos 
precisa que aquellos documentos que contengan información cuya apertura pública pueda poner en riesgo 
derechos de terceros o de seguridad nacional, deberán permanecer en los llamados Archivos de Concentración.

13 LGA. Artículo 36.

14 LGA. Artículo 95.

15 Cabe destacar que a partir del 1 de diciembre de 2018, se determinó, a iniciativa de la Presidencia de la 
República, la creación de la Coordinación Nacional de Memoria Histórica y Cultural del México, adscrita 
directamente a la propia Presidencia, misma que  contará con un Consejo Asesor Honorario, y que tiene, 
entre otros, el propósito de rescatar archivos que formen parte del patrimonio histórico de México en riesgo 
de pérdida, en todo el territorio nacional.

16 Al respecto se sugiere consultar las Actas del Congreso Internacional de Archivos y Derechos Humanos, El 
acceso y la desclasifi cación de los documentos 2-4 de octubre de 2008. Edit. Ayuntamiento de Sarria de Ter, 
Diputación de Girona. Archivo General- Archiveros Sin Fronteras. Cataluña España. 2009.

17 Ver al respecto las plataformas publicadas en el sitio Web del INAI: la plataforma denominada “Memoria y 
Verdad”. Del mismo modo puede citarse la plataforma “Colección M68: Ciudadanía en movimiento”, promo-
vida por la Universidad Nacional Autónoma de México, el Archivo General de la Nación y múltiples organiza-
ciones y particulares.

18 Benítez, Fernando, El libro de los desastres. Ed. Era, México, 1988.

19 Meyer, Eugenia, “Reminiscencias y refl exiones”. Entrevista a Nettie Lee Benson. Eugenia Meyer. Secuencia. 
Revista Americana de Ciencias Sociales. Sep.-Dic. 1985. Pp.169-205. Ed. Instituto de Investigaciones Dr. 
José María Luis Mora.

20 Herrera Huerta, Juan Manuel y San Vicente Tello, Victoria (Coords.). Guía General de Fondos. Archivo General de la 
Nación, México, 1990.

21 Creado en 1969 este Comité, considerado el órgano consultivo del Archivo General de la Nación en la materia para 
las dependencias del Sector Público Federal, hoy en día se denomina Comité Técnico Consultivo de Archivos del 
Ejecutivo Federal (Cotecaef).
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22 González y González, Luis, “La sopa de Archivo, maná de historiadores”. Revista Historia Regional y Archi-
vos. Archivo General de la Nación. México (1990).

23 Florescano Mayet, Enrique. “Historia local, historia regional y la formación política del país”, Historia Re-
gional y Archivos, México, AGN (1982).

24 Moreno Toscano, Alejandra, (Coord.), Historia, ¿para qué?, Archivo General de la Nación, México, 1981.

25 Ibid. pp. 121-138.

26 Herrera Huerta, Juan Manuel y Ramírez Deleón, José Antonio, “La experiencia de México”. Archivos Ad-
ministrativos Iberoamericanos. Modelo y perspectivas de una tradición archivística. Grupo Ibe-
roamericano de Tratamiento de Archivos Administrativos. Ed. Ministerio de Educación y Cultura de España/
Archivo General de la Nación de Colombia, 1996.

27 Archivos y el Derecho  Conocer la Verdad: Instrumentos de Estado de Derecho para sociedades que han sa-
lido de un confl icto. Archivos. Naciones Unidas Ofi cina del Alto Comisionado. Nueva York y Ginebra, (2015).

28 Herrera Huerta, Juan Manuel. Última llamada: Los Archivos del Poder Judicial de México. Estudio inédito 
para el Ministro Presidente Ulises Schmill. Suprema Corte de Justicia de la Nación. México, 1991.

29 Hugo Hiriart Urdanivia, “La estrella de siete brazos”, AGN, México, 1982.

30 Carlos Marichal es investigador del Centro de Estudios Históricos de El Colegio de México. De su autoría 
destacan diversos libros de obligada referencia para el estudio de la Historia, entre otros, Historia mínima 
de la deuda externa de Latinoamérica 1820-2010. Ed. El Colegio de México, 2014. También el libro 
Nueva Historia de las Grandes Crisis Financieras: una perspectiva global 1873-2008. Editorial Debate. 
Random House Mondadori 2010.

31 Las defi niciones que contiene el presente glosario fueron tomadas de la Ley General de Archivos. Se incor-
poraron al glosario únicamente los términos utilizados en el desarrollo del ensayo.
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